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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte. Son 73 normas, en el orden de tus
39 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y
señalada.

El boletín oficial no publicó el tema 16 de «B) materias específicas». Aquí están todos los que sí publicó. Te
recomendamos consultar las bases (Boletín Oficial de la Provincia de Salamanca n.º 190, de 1 de octubre de
2026) por si se ha corregido el error.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 39 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 133 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 7 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

A) MATERIAS COMUNES

Tema 1 La Constitución española de 1978: Estructura y contenido esencial. La reforma constitucional. Los 
derechos y deberes fundamentales. La protección y suspensión de los derechos fundamentales.
CE 1-9, 10-55, 166-169

8

Tema 2 El Estatuto de Autonomía de Castilla y León. El Procurador del Común. Las Cortes de Castilla y León. El 
Presidente de la Junta de Castilla y León. La Junta de Castilla y León.
EA-CYL 1-91 · ProcComun-CYL 1-23, 31-34 · LGob-CYL 4-22

20

Tema 3 La organización territorial del Estado. Los Estatutos de Autonomía. El sistema de la distribución de 
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. El marco competencial de las Entidades 
Locales.
CE 137-141, 143-158 · LBRL 2, 7, 25-28, 36-38 · LRL-CYL 20-23, 86-94

64

Tema 4 La Carta Europea de Autonomía Local. El Comité de las Regiones. El Congreso de Poderes Locales y 
Regionales de Europa. La cooperación y el asociacionismo internacional de las Entidades Locales.
CEAL 1-18 · TFUE 300, 305-307 · L-Tratados 52-53

—

Tema 5 La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. El Real Decreto 
203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del 
sector público por medios electrónicos.
LPACAP 1-133 · LRJSP 1-158 · RD-203-2021 1-65

—

Tema 6 La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
LCSP 1-347

—

Tema 7 Los derechos constitucionales de los empleados públicos. Políticas de igualdad y contra la violencia de 
género en las Administraciones Públicas. Políticas dirigidas a la atención a personas con discapacidad 
y/o dependientes.
CE 23, 28, 37, 103 · TREBEP 14-15 · LO-Igualdad 1-35, 51-64 · Igualdad-CYL 1-24 · LO-VG 1-32 · LVG-CYL 1-48 · LGDPD 1-77 ·…

—

Tema 8 Los empleados públicos: Clases y régimen jurídico. Las relaciones de puestos de trabajo. Los 
instrumentos reguladores de los recursos humanos: la oferta de empleo, los planes de empleo y otros 
sistemas de racionalización. El acceso a los empleos públicos. La extinción de la condición de 
empleado público.
TREBEP 1-13, 55-68, 69-71, 74 · LBRL 89-92, 100, 102-104 · TRRL 126-139, 167, 169-177 · LFP-CYL 13-20, 23-24, 36-47, 109 ·…

—

Tema 9 La transparencia de la actividad pública. Publicidad activa. El derecho de acceso a la información 
pública.
LTBG 1-24 · LTBG-CYL 1-10

—

Tema 10 La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los 
Derechos Digitales y restante normativa de aplicación. Principios. Derechos del interesado. 
Responsable del tratamiento y encargado del tratamiento. Recursos, responsabilidad y sanciones. 
Disposiciones relativas a situaciones específicas de tratamiento.
LOPDGDD 1-39, 63-78 · RGPD 5-43, 77-91

—

Índice
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B) MATERIAS ESPECÍFICAS

Tema 1 El régimen local: significado y evolución histórica. La Administración Local en la Constitución y en los 
Estatutos de Autonomía. El principio de autonomía local: significado, contenido y límites.
CE 137, 140-142 · EA-CYL 43-56 · CEAL 2-11 · LBRL 1

—

Tema 2 Las fuentes del Derecho Local. Regulación básica del Estado y normativa de las Comunidades 
Autónomas en materia de régimen local. La incidencia de la legislación sectorial sobre el régimen local. 
La potestad normativa de las entidades locales: Reglamentos y Ordenanzas. Procedimiento de 
elaboración. El Reglamento orgánico. Los Bandos.
LBRL 2, 4, 49 · TRRL 55-56 · LRL-CYL 1-8 · ROF 1-5 · LPACAP 128-133

—

Tema 3 La hacienda local en la Constitución. El régimen jurídico de las haciendas locales: criterios inspiradores 
del sistema de recursos y principios presupuestarios.
CE 135, 142 · TRLRHL 1-2, 162-165, 172-173, 176

—

Tema 4 El municipio: concepto y elementos. El término municipal: el problema de la planta municipal. 
Alteraciones de los términos municipales. Legislación básica y autonómica. La población municipal. El 
padrón de habitantes. El estatuto de los vecinos. Derechos de los extranjeros. El concejo abierto. Otros 
regímenes especiales.
LBRL 11-18, 29-30 · RPDT 1-16, 53-92 · TRRL 2-11, 17 · LRL-CYL 9-18, 72-80 · LOSGT-CYL 60-63 · ROF 54, 111, 226 · LO-…

—

Tema 5 La organización municipal. Órganos necesarios: Alcalde, Tenientes de Alcalde, Pleno y Junta de 
Gobierno Local. Órganos complementarios: Comisiones Informativas y otros órganos. Estatuto de los 
miembros electivos de las corporaciones locales. Los grupos políticos y los concejales no adscritos. La 
participación vecinal en la gestión municipal.
LBRL 19-24, 69-78 · ROF 6-35, 40-53, 119-139, 227-236 · TRRL 18-24, 72-73

—

Tema 6 Las competencias municipales: sistema de determinación. Competencias propias, delegadas y 
competencias distintas de las propias. La sostenibilidad financiera de la hacienda local como 
presupuesto del ejercicio de las competencias. Los convenios sobre ejercicio de competencias y 
servicios municipales. Los servicios mínimos.
LBRL 2, 7, 25-27, 57 · LRL-CYL 20-23, 86-94 · LRJSP 47-53 · LOEPSF 4

—

Tema 7 El sistema electoral local. Causas de inelegibilidad e incompatibilidad. Elección de los Concejales y 
Alcaldes. Elección de Diputados Provinciales y Presidentes de Diputaciones Provinciales. La moción de 
censura y la cuestión de confianza en el ámbito local.
LOREG 6-7, 176-189, 191-200, 202-209

—

Tema 8 Régimen de sesiones de los órganos de gobierno local: convocatoria, desarrollo y adopción de 
acuerdos. Las Actas. El Registro de documentos.
LBRL 46-47 · TRRL 46-54 · ROF 77-110, 112-113, 151-162, 198-207 · LPACAP 16

—

Tema 9 Impugnación de los actos y acuerdos locales y ejercicio de acciones. Recursos administrativos y 
jurisdiccionales contra los actos locales. La sustitución y disolución de corporaciones locales.
LBRL 52, 60-61, 63-68 · ROF 209-217, 219-221 · LPACAP 112-126 · LJCA 8, 19-22, 25-30, 43-48, 127

—

Tema 10 Las formas de acción administrativa de las entidades locales. La intervención administrativa local en la 
actividad privada. Las autorizaciones administrativas. Sus clases. El régimen de las licencias. La 
comunicación previa y la declaración responsable. La actividad de fomento de las entidades locales.
LBRL 84 · RSCL 1-7, 9-29 · LPACAP 69 · L-12-2012 1-5

—

Tema 11 La iniciativa económica de las Entidades locales y la reserva de servicios en favor de las Entidades 
locales. El servicio público en las entidades locales. Concepto. Las formas de gestión de los servicios 
públicos locales.
LBRL 85-86 · TRRL 88, 90-109 · RSCL 30-36, 41-50, 67-75, 85-94, 102-147

—

Índice
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Tema 12 El patrimonio de las entidades locales: bienes y derechos que lo conforman. Clases. Bienes de dominio 
público. Bienes patrimoniales. Prerrogativas y potestades de las entidades locales en relación con sus 
bienes. Los bienes comunales. El inventario. Los montes vecinales en mano común.
LBRL 79-83 · TRRL 74-87 · RBEL 1-135 · LPAAP 3-8 · LMVMC 1-15 · L-Montes 11-12

—

Tema 13 Actividad subvencional de las Administraciones Públicas: tipos de subvenciones. Procedimientos de 
concesión y gestión de las subvenciones. Reintegro de subvenciones. Control financiero. Infracciones y 
sanciones administrativas en materia de subvenciones.
LGS 1-69 · RD-887-2006 1-103

—

Tema 14 El Presupuesto General de las Entidades locales. La Elaboración y aprobación del Presupuesto. La 
prórroga del Presupuesto. La estructura presupuestaria. Las modificaciones de crédito. La liquidación 
del presupuesto. El remanente de tesorería: concepto y cálculo.
TRLRHL 162-182, 191-193 · RD-500-1990 2-23, 34-51, 89-105 · Orden-EHA-3565-2008 1-9, 11-94

—

Tema 15 Estabilidad Presupuestaria y sostenibilidad financiera. Principios generales. Objetivos de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública y de la regla de gasto para las Corporaciones locales.
LOEPSF 1-17 · RD-1463-2007 4-9, 15-26

—

Tema 17 La Cuenta General de las Entidades Locales: contenido, formación, aprobación y rendición. Otra 
información a suministrar al Pleno, a los órganos de gestión, a los órganos de control interno y externo 
y a otras Administraciones Públicas.
TRLRHL 207-212, 223 · ICAL 41-59 · O-HAP-2105-2012 1-12, 15-19 · CCuentas-CYL 8

—

Tema 18 El control interno de la actividad económico-financiera de las Entidades locales y sus entes 
dependientes. La función interventora: ámbito subjetivo, ámbito objetivo y modalidades.
TRLRHL 213-222 · RD-424-2017 1-40

—

Tema 19 Los recursos de las Haciendas Locales. Los tributos locales: principios. La potestad reglamentaria de 
las Entidades Locales en materia tributaria: contenido de las ordenanzas fiscales, tramitación y 
régimen de impugnación de los actos de imposición y ordenación de tributos. El establecimiento de 
recursos no tributarios.
TRLRHL 2-6, 9, 11, 15-19, 40-47, 56, 127-131 · LBRL 105-107, 111 · CE 31, 133

—

Tema 20 La Gestión, liquidación y recaudación de los recursos de las Haciendas Locales. Los ingresos indebidos. 
La gestión de recaudación en periodo voluntario y ejecutivo. La revisión en vía administrativa de los 
actos de gestión tributaria dictados por las Entidades Locales. La gestión y recaudación de recursos 
por cuenta de otros entes públicos.
TRLRHL 7-8, 10, 12-14 · LBRL 106, 108-110, 137 · LGT 26, 28, 32, 60-65, 101-102, 117-140, 160-177, 213-221 · RGR 1-25,…

—

Tema 21 El Impuesto sobre Bienes Inmuebles. El Impuesto sobre actividades económicas. El Impuesto sobre 
vehículos de tracción mecánica. El Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras. El impuesto 
sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana.
TRLRHL 38, 59-110

—

Tema 22 Tasas, precios públicos y contribuciones especiales.
TRLRHL 20-37, 41-47, 57-58, 127, 132-133, 148 · LTPP 6-27

—

Tema 23 La participación de municipios y provincias en los tributos del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. Criterios de distribución y reglas de evolución. Regímenes especiales. La cooperación 
económica del Estado y de las Comunidades Autónomas a las inversiones de las Entidades Locales. Los 
Fondos de la Unión Europea para Entidades Locales.
TRLRHL 39, 111-126, 135-146, 157-161 · RD-835-2003 1-45

—

Índice
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Tema 24 El crédito local. Clases de operaciones de crédito. Naturaleza jurídica de los contratos: tramitación. Las 
operaciones de crédito a largo plazo: finalidad y duración, competencia y límites y requisitos para la 
concertación de las operaciones. Las operaciones de crédito a corto plazo: requisitos y condiciones. La 
concesión de avales por las Entidades Locales.
TRLRHL 48-55

—

Tema 25 El marco constitucional del urbanismo. La doctrina del Tribunal Constitucional. Competencias del 
Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. La Ley y el Reglamento de 
Urbanismo de Castilla y León.
CE 33, 45-47, 148-149 · TRLSRU 1-4 · LBRL 25 · LUCyL 1-13, 15-25, 30-32, 132-140

—

Tema 26 El Estatuto Básico del ciudadano en la actividad de ordenación territorial y urbanística. Las políticas 
municipales del suelo y viviendas de protección pública. Los Patrimonios Públicos de Suelo. Las 
obligaciones de las Entidades Locales en materia de protección del patrimonio histórico-artístico.
TRLSRU 5-6, 20, 49-54 · LUCyL 123-128, 130-131 · LVivienda-CYL 1-5, 6-8, 12, 14, 43-46, 48-82 · LPHE 7, 20-21, 23 · LPCult-CY…

—

Tema 27 El planeamiento urbanístico. Naturaleza jurídica de los instrumentos de planeamiento. La ejecución 
del planeamiento urbanístico. La intervención del uso y edificación del suelo. La disciplina urbanística. 
Protección de la legalidad urbanística. La responsabilidad patrimonial por razón de ordenación del 
territorio y el urbanismo.
LUCyL 33-64, 65-96, 97-122 · TRLSRU 48

—

Tema 28 Seguridad ciudadana y Policía Local. Los Cuerpos de Policías Locales. Funciones. La coordinación de 
las Policías Locales. Protección Civil. Los servicios de prevención y extinción de incendios.
LOFCS 1-8, 39, 51-54 · LPSC 1-7 · LSNPC 1-30 · LProtCiud-CYL 1-6, 35-52

—

Tema 29 Las competencias de las entidades locales en materia de gestión de los residuos urbanos. El 
abastecimiento de agua y la evacuación y tratamiento de las aguas residuales. Protección de la 
salubridad pública. Cementerios y actividades funerarias. Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria. 
El control ambiental de actividades.
LBRL 25-26 · LRL-CYL 20 · L-Residuos 12 · TRLAguas 100-109 · LGSan 42 · LPrevAmb-CYL 1-48, 64-72

—

Tema 30 Las competencias municipales en materia de servicios sociales. Las políticas municipales de juventud 
e igualdad de género. El alcance de las competencias locales en materia de educación, la cultura y el 
deporte.
LBRL 25-26 · LRL-CYL 20 · LSS-CYL 45-48 · LJuventud-CYL 10, 27, 32 · Igualdad-CYL 11 · LOE-Educ 8 · LDeporte-CYL 9-10

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

133
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

358
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 103 — —

3 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 8

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

5 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

6 Art. 26 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 90 Tema 3 pág. 73

7 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

8 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

9 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

10 Art. 137 CE Constitución Española 83 Tema 3 pág. 64

11 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 82 — —

12 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 80 — —

13 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 77 — —

14 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

15 Art. 140 CE La Constitución garantiza la autonomí… 73 Tema 3 pág. 64

16 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 73 — —

17 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 71 — —

18 Art. 46 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 71 — —

19 Art. 9 CE Constitución Española 70 Tema 1 pág. 9

20 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 67 — —

21 Art. 103 CE Constitución Española 63 — —

22 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 59 — —

23 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

24 Art. 11 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

25 Art. 47 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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A) MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución española de 1978: Estructura y contenido esencial. La 
reforma constitucional. Los derechos y deberes fundamentales. La 
protección y suspensión de los derechos fundamentales.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 9, 10 a 55 y 166 a 169 · 59 artículos

59 artículos · empieza en la pág. 8

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 9 CE 70
Art. 10 CE 46
Art. 53 CE 45
Art. 54 CE 45

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 778 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 9, 10 a 55 y 166 a 169 · 59 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · A) materias comunes · La Constitución española de 1978: Estructura y contenido esencial. La reforma constitucional. L…

1
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación

CE · arts. 22-27Tema 1 · A) materias comunes · La Constitución española de 1978: Estructura y contenido esencial. La reforma constitucional.…

1

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte · oposicionesexpress.com pág. 12



religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
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durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

CE · arts. 53-55, 166-168Tema 1 · A) materias comunes · La Constitución española de 1978: Estructura y contenido esencial. La reforma cons…

1

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte · oposicionesexpress.com pág. 17



Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1 · A) materias comunes

1 ¿Qué regula el artículo 22 de la Constitución Española?

A) El derecho a huelga

B) El derecho de asociación

C) El derecho a sindicarse libremente

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Loga (Granada), 2025

2 En el supuesto de reforma ordinaria constitucional contemplada en el artículo 167 de la Constitución, ¿qué 
plazo existe para que las Cámaras que insten su sometimiento a referéndum una vez sea aprobada por las 
Cortes Generales?

A) Diez días.

B) Veinte días.

C) Quince días.

D) Treinta días.
Ayuntamiento de Ingenio, 2025

3 ¿En qué circunstancia se permite la pena de muerte según el artículo 15 de la Constitución Española?

A) En caso de delitos graves

B) En tiempos de guerra, si así lo dispone las leyes penales militares

C) No se permite en ninguna circunstancia

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Tarifa

4 ¿Qué derecho fundamental protege el artículo 18 de la Constitución Española?

A) Derecho a la educación

B) Derecho al honor y a la intimidad

C) Derecho de reunión

D) Derecho de acceso a la información pública
Ayuntamiento de La Roca del Vallès, 2025

5 El artículo 23 de la Constitución Española de 1978 establece que:

A) Se reconoce el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 
representantes.

B) Todos los españoles tendrán derecho a la petición individual y colectiva por escrito.

C) Se reconoce el derecho a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión.

D) El derecho indicado en la opción anterior podrá restringirse o limitarse mediante sistemas de censura 
autorizados legalmente.

Ayuntamiento de Almería, 2021
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Soluciones — Tema 1 · A) materias comunes Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 22 CE pág. 12 El texto constitucional reconoce en este precepto la libertad de las personas para unirse y
crear agrupaciones con fines lícitos. Quedan prohibidas las asociaciones que persiguen fines o usan medios
delictivos, así como las secretas y las de carácter paramilitar; además, su disolución solo cabe por resolución
judicial motivada. Conviene distinguir esta figura del derecho de sindicación y del derecho de huelga, que se
regulan en preceptos distintos dentro de los derechos fundamentales.

2 C Art. 167 CE pág. 17 En la reforma ordinaria de la Constitución, una vez aprobado el texto por las Cortes
Generales, la décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras puede pedir que la reforma se someta
a votación de los ciudadanos. Para hacerlo dispone de un plazo de quince días contados desde la aprobación.
Conviene no confundir este referéndum potestativo y de petición minoritaria con el obligatorio que exige la
reforma agravada de mayor calado.

3 B Art. 15 CE pág. 10 La Constitución abole con carácter general la pena capital, pero el propio texto introduce
una salvedad: deja abierta la posibilidad de aplicarla en tiempo de guerra cuando así lo establezcan las leyes
penales militares. Conviene precisar que esta excepción figura en la norma fundamental aunque después fue
suprimida por una ley orgánica; la pregunta se refiere expresamente al tenor del texto constitucional, donde la
única circunstancia admitida es la bélica conforme a la legislación militar.

4 B Art. 18 CE pág. 11 El precepto reconoce la protección de la esfera privada de la persona: garantiza el derecho
al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, e incluye además la inviolabilidad del domicilio
y el secreto de las comunicaciones. Conviene distinguirlo de la educación, que se ampara en otro precepto, y del
derecho de reunión, vinculado a la libertad de expresión y manifestación. El acceso a la información pública se
desarrolla en normativa específica de transparencia, no en este artículo.

5 A Art. 23 CE pág. 12 El derecho a participar en los asuntos públicos, ya sea de forma directa o a través de
representantes elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal, es el contenido propio del precepto por
el que se pregunta. El derecho de petición por escrito y la libertad de comunicar o recibir información veraz
pertenecen a otros artículos distintos. Conviene precisar, además, que la Constitución prohíbe expresamente la
censura previa, de modo que afirmar lo contrario contradice el texto fundamental.

Practica con más de 750 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1 · A) materias comunes, corregido al momento y con el 
artículo de la ley delante de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-ayto-penaranda-bracamonte
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A) MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León. El Procurador del Común. Las 
Cortes de Castilla y León. El Presidente de la Junta de Castilla y León. La 
Junta de Castilla y León.

Qué entra en este tema

EA-CYL · LO 14/2007 Estatuto de Autonomía de Castilla y León
arts. 1 a 91 · 91 artículos

ProcComun-CYL · Ley 2 1994 del Procurador del Comun de C…
arts. 1 a 23 y 31 a 34 · 27 artículos

LGob-CYL · Ley 3 2001 Gobierno y Administracion de Castilla…
arts. 4 a 22 · 19 artículos

137 artículos · empieza en la pág. 20

Lo más preguntado de este tema

Art. 4 EA-CYL 2
Art. 19 EA-CYL 2
Art. 6 EA-CYL 1
Art. 7 EA-CYL 1
Art. 12 EA-CYL 1

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 14 sobre el tema entero.

EA-CYL
LO 14/2007 Estatuto de Autonomía de Castilla y León
En este tema: arts. 1 a 91 · 91 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-2007-20635

TÍTULO PRELIMINAR LA COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 1. Disposiciones generales.
1. Castilla y León es una comunidad histórica y cultural que tiene su origen en los antiguos Reinos de León y
de Castilla, ha contribuido de modo decisivo a la formación de España como Nación, ejerce su derecho al
autogobierno y se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la Constitución y del presente Estatuto
de Autonomía.

2. La Comunidad de Castilla y León, como región de Europa, asume los valores de la Unión Europea y vela por
el cumplimiento de sus objetivos y por la defensa de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico
europeo.

Artículo 2. Ámbito territorial.
El territorio de la Comunidad de Castilla y León comprende el de los municipios integrados en las actuales
provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora.

Artículo 3. Sede.
1. Una ley de las Cortes de Castilla y León, aprobada por mayoría de dos tercios, fijará la sede o sedes de las
instituciones básicas de la Comunidad.

2. La Junta de Castilla y León determinará la ubicación de los organismos o servicios de la Administración de
la Comunidad, atendiendo a criterios de descentralización, eficacia y coordinación de funciones y a la
tradición histórico-cultural.

Artículo 4. Valores esenciales.
La lengua castellana y el patrimonio histórico, artístico y natural son valores esenciales para la identidad de la
Comunidad de Castilla y León y serán objeto de especial protección y apoyo, para lo que se fomentará la
creación de entidades que atiendan a dicho fin.
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Artículo 5. La lengua castellana y el resto del patrimonio lingüístico de la Comunidad.
1. El castellano forma parte del acervo histórico y cultural más valioso de la Comunidad, extendido a todo el
territorio nacional y a muchos otros Estados. La Junta de Castilla y León fomentará el uso correcto del
castellano en los ámbitos educativo, administrativo y cultural. Así mismo, promoverá su aprendizaje en el
ámbito internacional especialmente en colaboración con las Universidades de la Comunidad, para lo cual
podrá adoptar las medidas que considere oportunas.

2. El leonés será objeto de protección específica por parte de las instituciones por su particular valor dentro
del patrimonio lingüístico de la Comunidad. Su protección, uso y promoción serán objeto de regulación.

3. Gozará de respeto y protección la lengua gallega en los lugares en que habitualmente se utilice.

Artículo 6. Símbolos de la Comunidad y fiesta oficial.
1. Los símbolos de identidad exclusiva de la Comunidad de Castilla y León son el blasón, la bandera, el
pendón y el himno de Castilla y León.

2. La fiesta oficial de la Comunidad es el 23 de abril.

3. El blasón de Castilla y León es un escudo timbrado por corona real abierta, cuartelado en cruz o
contracuartelado. El primer y cuarto cuarteles: en campo de gules, un castillo de oro almenado de tres
almenas, mamposteado de sable y clarado de azur. El segundo y tercer cuarteles: en campo de plata, un león
rampante de púrpura, linguado, uñado y armado de gules, coronado de oro.

4. La bandera de Castilla y León es cuartelada y contiene los símbolos de Castilla y León, conforme se han
descrito en el apartado anterior. La bandera ondeará en todos los centros y actos oficiales de la Comunidad, a
la derecha de la bandera española.

5. El pendón vendrá constituido por el escudo cuartelado sobre un fondo carmesí tradicional.

6. Cada provincia y municipio conservarán las banderas y emblemas que les son tradicionales.

7. El himno y los demás símbolos de la Comunidad de Castilla y León se regularán mediante ley específica.

8. La protección jurídica de los símbolos de Castilla y León es la que corresponde a los símbolos del Estado.

TÍTULO I DERECHOS Y PRINCIPIOS RECTORES

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 7. Ámbito personal.
1. A los efectos del presente Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de Castilla y León todos los
españoles que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los
municipios integrados en el territorio de la Comunidad.

2. Gozarán de los derechos de participación en los asuntos públicos definidos en el artículo 11 de este
Estatuto, como ciudadanos de Castilla y León, los españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la
última vecindad administrativa en Castilla y León y acrediten esta condición en la forma prevista en la
legislación estatal. Igualmente gozarán de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, si así lo
solicitaren, en la forma que determine la ley del Estado.

Artículo 8. Derechos y deberes de los ciudadanos de Castilla y León.
1. Los ciudadanos de Castilla y León tienen los derechos y deberes establecidos en la Constitución Española,
en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por España, en el ordenamiento de la
Unión Europea, así como los establecidos en el ámbito de la Comunidad Autónoma por el presente Estatuto de
Autonomía.

2. Corresponde a los poderes públicos de Castilla y León promover las condiciones para que la libertad y la
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igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, remover los obstáculos que
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los castellanos y leoneses en la vida
política, económica, cultural y social.

3. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes. Ninguna
de las disposiciones de este Título puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o
limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 9. Castellanos y leoneses en el exterior.
1. Los ciudadanos oriundos o procedentes de Castilla y León que residan en otras Comunidades Autónomas de
España o fuera del territorio nacional, así como sus asociaciones y centros sociales, tendrán el
reconocimiento de su origen o procedencia y el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de
Castilla y León.

2. Sin perjuicio de las competencias del Estado, una ley de las Cortes de Castilla y León regulará el alcance y
contenido de dicho reconocimiento.

3. Para facilitar lo anteriormente dispuesto, la Comunidad de Castilla y León podrá suscribir convenios con
otras Comunidades Autónomas y solicitar del Estado que se adopten las previsiones oportunas en los tratados
y convenios internacionales que se celebren.

Artículo 10. Derechos de los extranjeros.
1. En el marco de la Constitución y de la legislación estatal aplicable, los derechos que el presente Estatuto
reconoce a los ciudadanos de Castilla y León se extenderán a los extranjeros con vecindad administrativa en la
Comunidad en los términos que establezcan las leyes que los desarrollen.

2. Los poderes públicos de la Comunidad promoverán la integración social, económica, laboral y cultural de
los inmigrantes en la sociedad de Castilla y León.

CAPÍTULO II DERECHOS DE LOS CASTELLANOS Y LEONESES

Artículo 11. Derechos de participación en los asuntos públicos.
1. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a participar en los asuntos públicos de la Comunidad
directamente o mediante la elección de representantes, en los términos establecidos en la Constitución, en el
presente Estatuto y en las leyes.

2. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a ser electores y elegibles en las elecciones legislativas
autonómicas en las condiciones y con los requisitos que señalen las leyes.

3. La ley promoverá la igualdad efectiva de las mujeres y de los hombres en el acceso a los mandatos
representativos autonómicos.

4. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a presentar iniciativas legislativas ante las Cortes de
Castilla y León en los términos que establezcan las leyes.

5. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares,
relativas a decisiones políticas que sean competencia de la Comunidad, en las condiciones y con los requisitos
que señalen las leyes, respetando lo dispuesto en el artículo 149.1.32.ª de la Constitución Española.

6. Todas las personas tienen el derecho a dirigir peticiones a las Instituciones y a las Administraciones
Públicas de la Comunidad, así como a los entes que dependan de las mismas, en relación con asuntos que
sean de su competencia.
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Artículo 12. Derecho a una buena Administración.
La ley garantizará los siguientes derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración
autonómica:

a) A recibir información suficiente sobre los servicios y prestaciones a los que pueden acceder y sobre las
condiciones del acceso a los mismos.

b) A un tratamiento imparcial y objetivo de los asuntos que les conciernan y a la resolución de los mismos en
un plazo razonable.

c) Al acceso a los archivos y registros administrativos, a los documentos de las instituciones y
administraciones públicas de Castilla y León, y a la información administrativa, con las excepciones que
legalmente se establezcan.

d) A la protección de los datos personales contenidos en ficheros dependientes de la Administración
autonómica, garantizándose el acceso a dichos datos, a su examen y a obtener, en su caso, la corrección y
cancelación de los mismos. Mediante ley de las Cortes podrá crearse la Agencia de Protección de Datos de la
Comunidad de Castilla y León para velar por el respeto de estos derechos en el marco de la legislación estatal
aplicable.

e) Al acceso en condiciones de igualdad y con pleno respeto a los principios constitucionales de mérito y
capacidad a los empleos públicos en la Administración autonómica y en los entes de ella dependientes.

f) A formular quejas sobre el funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 13. Derechos sociales.
1. Derecho a la educación. Todas las personas tienen derecho a una educación pública de calidad en un
entorno escolar que favorezca su formación integral y a la igualdad de oportunidades en el acceso a la misma.
Los poderes públicos de la Comunidad garantizarán la gratuidad de la enseñanza en los niveles educativos
obligatorios y en aquellos en los que se determine por ley. Asimismo, establecerán un sistema de becas y
ayudas al estudio para garantizar el acceso a los restantes niveles educativos de todas las personas en función
de sus recursos y aptitudes. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el
apoyo de los poderes públicos de la Comunidad para acceder a la educación de acuerdo con lo que determinen
las leyes. Se reconoce el derecho de todas las personas adultas a la educación permanente, en los términos
que legalmente se establezcan.

2. Derecho a la salud. Todas las personas tienen derecho a la protección integral de su salud, y los poderes
públicos de la Comunidad velarán para que este derecho sea efectivo. Los ciudadanos de Castilla y León
tendrán garantizado el acceso, en condiciones de igualdad, a los servicios sanitarios de la Comunidad en los
términos que la ley determine. Asimismo serán informados sobre los servicios que el Sistema de Salud preste.
Se establecerán legalmente los derechos y deberes de los usuarios del sistema sanitario, y entre ellos los
siguientes:

a) A la intimidad y confidencialidad relativas a la propia salud, así como el acceso a su historia clínica.

b) A la regulación de plazos para que les sea aplicado un tratamiento.

c) Al respeto a sus preferencias en lo que concierne a médico y centro.

d) A recabar una segunda opinión médica cuando así se solicite.

e) A ser suficientemente informados antes de dar su consentimiento a los tratamientos médicos o a
manifestar en su caso instrucciones previas sobre los mismos.

f) A recibir tratamientos y cuidados paliativos adecuados. Las personas con enfermedad mental, las que
padezcan enfermedades crónicas e invalidantes y las que pertenezcan a grupos específicos reconocidos
sanitariamente como de riesgo, tendrán derecho a actuaciones y programas sanitarios especiales y
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preferentes.

3. Derecho de acceso a los servicios sociales. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a acceder en
condiciones de igualdad al Sistema de Acción Social de Castilla y León y a recibir información sobre las
prestaciones de la red de servicios sociales de responsabilidad pública.

4. Derechos laborales. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad
y de modo gratuito al Servicio Público de Empleo de Castilla y León. Los trabajadores tienen derecho a
formarse y promoverse profesionalmente y a ejercer sus tareas de modo que se les garantice la salud, la
seguridad y la dignidad.

5. Derechos de las personas mayores. Las Administraciones Públicas de Castilla y León velarán para que las
personas mayores no sean discriminadas en ningún ámbito de su existencia y garantizarán sus derechos, en
particular, la protección jurídica y de la salud, el acceso a un alojamiento adecuado, a la cultura y al ocio, y el
derecho de participación pública y de asociación.

6. Derechos de las personas menores de edad. Los menores tienen derecho a recibir de las Administraciones
Públicas de Castilla y León, con prioridad presupuestaria, la atención integral necesaria para el desarrollo de
su personalidad y su bienestar en el contexto familiar y social, en los términos que se determinen
normativamente.

7. Derechos de las personas en situación de dependencia y de sus familias. Los castellanos y leoneses que se
encuentren en situación de dependencia tienen derecho a las prestaciones públicas necesarias para asegurar
su autonomía personal, su integración socioprofesional y su participación en la vida social de la Comunidad.
Las familias con personas dependientes a su cargo tienen derecho a las ayudas de las Administraciones
Públicas de la Comunidad en los términos que determine la ley.

8. Derechos de las personas con discapacidad. Las personas de Castilla y León con algún grado de
discapacidad tienen derecho a la igualdad de trato y de oportunidades, a la accesibilidad en cualquier ámbito
de su vida, así como a las ayudas públicas necesarias para facilitar su plena integración educativa, laboral y
social. Mediante ley se asegurará la supresión de barreras en los espacios y dependencias de uso público y en
el transporte público colectivo de pasajeros. La ley reconocerá asimismo la participación de las personas con
discapacidad en la definición de las políticas que les afecten a través de las asociaciones representativas de sus
intereses. Los poderes públicos promoverán el uso de la lengua de signos española de las personas sordas, que
deberá ser objeto de enseñanza, protección y respeto. Además, se implementará la utilización por las
Administraciones Públicas de la Comunidad de los sistemas que permitan la comunicación a los
discapacitados sensoriales.

9. Derecho a una renta garantizada de ciudadanía. Los ciudadanos de Castilla y León que se encuentren en
situación de exclusión social tienen derecho a acceder a una renta garantizada de ciudadanía. El
ordenamiento de la Comunidad determinará las condiciones para el disfrute de esta prestación. Los poderes
públicos promoverán la integración social de estas personas en situación de exclusión.

10. Derechos a la cultura y el patrimonio. Todos los castellanos y leoneses tienen derecho, en condiciones de
igualdad, a acceder a la cultura y al desarrollo de sus capacidades creativas individuales y colectivas.

Artículo 14.
Derecho a la no discriminación por razón de género.

1. Se prohíbe cualquier discriminación de género u orientación sexual, ya sea directa o indirecta.

2. Los poderes públicos de Castilla y León garantizarán la transversalidad del principio de igualdad de género
en todas sus políticas, promoviendo acciones positivas para lograr la igualdad de oportunidades entre mujeres
y hombres, sobre todo en los ámbitos educativo, económico, laboral, en la vida pública, en el medio rural, en
relación con la salud y con los colectivos de mujeres en situación de necesidad especial, particularmente las
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víctimas de violencia de género.

CAPÍTULO III DEBERES DE LOS CASTELLANOS Y LEONESES

Artículo 15. Deberes.
Los ciudadanos de Castilla y León, según lo establecido en el artículo 8 del presente Estatuto, tendrán el deber
de:

a) Contribuir al sostenimiento del gasto público de acuerdo con su capacidad económica.

b) Conservar y proteger el medio ambiente y hacer un uso responsable de los recursos naturales.

c) Colaborar en las situaciones de catástrofes y emergencia.

d) Respetar, cuidar y proteger el patrimonio cultural.

e) Hacer un uso responsable y solidario de los bienes y servicios públicos.

f) Cualquier otro que se establezca por ley de Cortes.

CAPÍTULO IV PRINCIPIOS RECTORES DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 16. Principios rectores de las políticas públicas.
Los poderes públicos de Castilla y León deben orientar sus actuaciones de acuerdo con los principios rectores
que establecen la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de sus competencias, deben promover y
adoptar las medidas necesarias para garantizar la plena eficacia de los siguientes objetivos:

1. La prestación de unos servicios públicos de calidad.

2. El crecimiento económico sostenible, orientado a la cohesión social y territorial y a la potenciación y
aprovechamiento pleno de los recursos de la Comunidad para mejorar la calidad de vida de los castellanos y
leoneses.

3. La creación de empleo estable y de calidad, la garantía de la seguridad y salud laboral de los trabajadores,
así como de su formación permanente.

4. El fomento del diálogo social como factor de cohesión social y progreso económico, reconociendo el papel
de los sindicatos y organizaciones empresariales como representantes de los intereses económicos y sociales
que les son propios, a través de los marcos institucionales permanentes de encuentro entre la Junta de Castilla
y León y dichos agentes sociales. Para ello podrá regularse un Consejo del Diálogo Social en Castilla y León.

5. El desarrollo de todas las formas de actividad empresarial, con especial atención a la pequeña y mediana
empresa y a los emprendedores autónomos, y el fomento de las iniciativas de la economía social,
especialmente al cooperativismo y su promoción.

6. La promoción y el fomento de la investigación científica, el desarrollo y la innovación tecnológica como
prioridad estratégica para garantizar el progreso social y económico de la Comunidad.

7. La proyección exterior de las empresas de Castilla y León, reconociendo el papel de las Cámaras de
Comercio en este ámbito.

8. El ejercicio efectivo del derecho de los ciudadanos de Castilla y León a vivir y trabajar en su propia tierra,
creando las condiciones que favorezcan el retorno de quienes viven en el exterior y su reagrupación familiar.

9. La lucha contra la despoblación, articulando las medidas de carácter institucional, económico, industrial y
social que sean necesarias para fijar, integrar, incrementar y atraer población.

10. La modernización y el desarrollo integral de las zonas rurales de Castilla y León, dotándolas de
infraestructuras y servicios públicos suficientes.

11. El apoyo a los sectores agrícola, ganadero y agroalimentario de la Comunidad mediante el desarrollo
tecnológico y biotecnológico, con el fin de mejorar la competitividad de los mismos.

12. La plena integración de los jóvenes en la vida pública y en la sociedad, facilitando su autonomía, en
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especial mediante el acceso a la formación, al empleo y a la vivienda.

13. La protección integral de las distintas modalidades de familia, garantizándose la igualdad de trato entre las
mismas, favoreciendo la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, la información, formación y
orientación de las familias y la atención a las familias con necesidades especiales.

14. El acceso en condiciones de igualdad de todos los castellanos y leoneses a una vivienda digna mediante la
generación de suelo y la promoción de vivienda pública y de vivienda protegida, con especial atención a los
grupos sociales en desventaja.

15. La garantía efectiva del derecho de todos los castellanos y leoneses a vivir en un medio ambiente
ecológicamente equilibrado y saludable, impulsando la compatibilidad entre la actividad económica y la
calidad ambiental con el fin de contribuir a un desarrollo sostenible.

16. La protección de los consumidores y usuarios, que incluye el derecho a la protección de la salud y la
seguridad y de sus legítimos intereses económicos y sociales.

17. La protección y difusión de la riqueza cultural y patrimonial de la Comunidad, favoreciendo la creación
artística en todas sus manifestaciones y garantizando la igualdad de oportunidades de todos los ciudadanos en
el acceso a la cultura. Los poderes públicos de Castilla y León desarrollarán actuaciones tendentes al retorno a
la Comunidad de los bienes integrantes de su patrimonio cultural que se encuentren fuera de su territorio.

18. El fomento de la presencia cultural, económica y social de Castilla y León en el exterior.

19. La promoción de un sistema educativo de calidad, abierto, plural y participativo, que forme en los valores
constitucionales.

20. El apoyo a las Universidades de Castilla y León y el estímulo a la excelencia en su actividad docente e
investigadora.

21. La plena incorporación de Castilla y León a la sociedad del conocimiento, velando por el desarrollo
equilibrado de las infraestructuras tecnológicas en todo su territorio y garantizando la igualdad de
oportunidades de todas las personas en el acceso a la formación y al uso de las tecnologías de la información y
la comunicación.

22. La garantía del derecho de los ciudadanos a recibir una información plural y veraz, desde el
reconocimiento del papel de los medios de comunicación en la formación de una opinión pública libre y en la
expresión de la identidad regional. En sus relaciones con los medios de comunicación, los poderes públicos
de la Comunidad respetarán los principios de transparencia y objetividad.

23. La no discriminación y el respeto a la diversidad de los distintos colectivos étnicos, culturales y religiosos
presentes en Castilla y León, con especial atención a la comunidad gitana, fomentando el entendimiento
mutuo y las relaciones interculturales.

24. El fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento del asociacionismo, el voluntariado y la participación
social.

25. La promoción de la cultura de la paz, de la tolerancia, del respeto y del civismo democráticos, rechazando
cualquier actitud que promueva la violencia, el odio, la discriminación o la intolerancia, o que, de cualquier
otra forma, atente contra la igualdad y la dignidad de las personas.

CAPÍTULO V GARANTÍAS DE LOS DERECHOS Y PRINCIPIOS ESTATUTARIOS

Artículo 17. Garantías normativas y judiciales.
1. Los derechos reconocidos en el Capítulo II de este Título vinculan a todos los poderes públicos de la
Comunidad de Castilla y León y, de acuerdo a la naturaleza de cada derecho, también a los particulares, y son
exigibles en sede judicial bajo las condiciones legalmente establecidas. Los derechos deben interpretarse y
aplicarse del modo más favorable para su plena efectividad.
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2. En el ámbito autonómico, la regulación esencial de los derechos reconocidos en el Capítulo II de este Título
debe realizarse por ley de las Cortes de Castilla y León.

3. Los principios rectores de las políticas públicas que se enumeran en el Capítulo IV de este Título informan
la legislación, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Son exigibles ante la jurisdicción de
acuerdo con lo que determinen las normas que los desarrollen.

Artículo 18. El Procurador del Común.
1. El Procurador del Común es el Alto Comisionado de las Cortes de Castilla y León, designado por éstas, que
actúa con independencia para la protección y defensa de los derechos constitucionales de los ciudadanos y de
los derechos y principios reconocidos en el presente Estatuto frente a la Administración de la Comunidad, la
de sus entes locales y la de los diferentes organismos que de éstas dependan.

2. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará las competencias, organización y funcionamiento de esta
institución.

3. El Procurador del Común colaborará y coordinará sus funciones con las del Defensor del Pueblo en los
términos de la legislación aplicable.

TÍTULO II INSTITUCIONES DE AUTOGOBIERNO DE LA COMUNIDAD

Artículo 19. Instituciones autonómicas.
1. Las instituciones básicas de la Comunidad de Castilla y León son:

a) Las Cortes de Castilla y León.

b) El Presidente de la Junta de Castilla y León.

c) La Junta de Castilla y León.

2. Son instituciones propias de la Comunidad de Castilla y León el Consejo Económico y Social, el Procurador
del Común, el Consejo Consultivo, el Consejo de Cuentas, y las que determinen el presente Estatuto o las leyes
aprobadas por las Cortes de Castilla y León.

CAPÍTULO I LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 20. Carácter.
1. Las Cortes de Castilla y León representan al pueblo de Castilla y León y ejercen en su nombre, con arreglo a
la Constitución y al presente Estatuto, los poderes y atribuciones que les corresponden.

2. Las Cortes de Castilla y León son inviolables.

Artículo 21. Composición, elección y mandato.
1. Los miembros de las Cortes de Castilla y León reciben la denominación tradicional de Procuradores y serán
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, mediante un sistema de representación
proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio.

2. La circunscripción electoral es la provincia, asignándose a cada una un número mínimo de tres
Procuradores y uno más por cada 45.000 habitantes o fracción superior a 22.500.

3. La convocatoria de elecciones se realizará por el Presidente de la Junta de Castilla y León.

4. La legislación electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Procuradores,
atendiendo a lo dispuesto en el artículo 67, apartado 1, de la Constitución.

5. Las Cortes de Castilla y León son elegidas por cuatro años. El mandato de los Procuradores termina cuatro
años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.
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Artículo 22. Estatuto de los Procuradores.
1. Los Procuradores representan a la totalidad del pueblo de Castilla y León y no están ligados por mandato
imperativo alguno.

2. Los Procuradores, aun después de haber cesado en su mandato, gozarán de inviolabilidad por los votos
emitidos y las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. Durante su mandato no podrán ser
detenidos ni retenidos por presuntos actos delictivos cometidos en el territorio de la Comunidad salvo en el
caso de flagrante delito, correspondiendo decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y
juicio al Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. Fuera del territorio de la Comunidad la
responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 23. Organización y funcionamiento.
1. Las Cortes de Castilla y León elegirán entre sus miembros al Presidente, a la Mesa y a la Diputación
Permanente. Corresponderá al Presidente el ejercicio en nombre de las Cortes de todos los poderes
administrativos y facultades de policía en el interior de su sede.

2. Las Cortes de Castilla y León funcionarán en Pleno y en Comisiones.

3. Los Procuradores se constituyen en Grupos Parlamentarios de representación política. La participación de
cada uno de estos Grupos en las Comisiones y en la Diputación Permanente será proporcional al número de
sus miembros.

4. Las Cortes establecen su propio Reglamento, cuya aprobación y reforma requerirán la mayoría absoluta en
una votación final sobre su totalidad. Asimismo, aprueban el Estatuto del Personal de las Cortes de Castilla y
León y establecen autónomamente sus presupuestos.

5. Las Cortes de Castilla y León se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordinarios
de sesiones se celebrarán entre septiembre y diciembre, el primero, y entre febrero y junio, el segundo. Las
sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por su Presidente, con especificación del orden del día, a
petición de la Junta, de la Diputación Permanente o de la mayoría absoluta de los Procuradores, y serán
clausuradas una vez agotado dicho orden del día.

Artículo 24. Atribuciones.
Corresponde a las Cortes de Castilla y León:

1. Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad en los términos establecidos por la Constitución, por el
presente Estatuto y por las leyes del Estado que les atribuyan tal potestad.

2. Controlar e impulsar la acción política y de gobierno de la Junta y de su Presidente.

3. Aprobar los Presupuestos de la Comunidad y los de las propias Cortes, así como la rendición anual de
cuentas de ambos.

4. Elegir de entre sus miembros al Presidente de la Junta de Castilla y León.

5. Designar a los Senadores que han de representar a la Comunidad, según lo previsto en el artículo 69.5 de la
Constitución. Los Senadores serán designados en proporción al número de miembros de los grupos políticos
representados en las Cortes de Castilla y León.

6. Solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley, o remitir a la Mesa del Congreso de los Diputados
una proposición de ley en los términos que establece el artículo 87, apartado 2, de la Constitución.

7. Interponer recursos de inconstitucionalidad, de acuerdo con lo que establece el artículo 162, apartado 1.a),
de la Constitución, y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

8. Ejercitar la iniciativa de reforma de la Constitución, en los términos previstos en la misma.

9. Facilitar al Gobierno las previsiones de índole política, social y económica a que se refiere el artículo 131,
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apartado 2, de la Constitución.

10. Establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y las correspondientes
leyes del Estado.

11. Aprobar transferencias de competencias de la Comunidad a los municipios, provincias y otras entidades
locales de la misma, salvo lo que determina el presente Estatuto o disponga una previa ley de la propia
Comunidad.

12. Ratificar los convenios que la Junta concluya con otras Comunidades Autónomas para la gestión y
prestación de servicios propios de las mismas. Dichos convenios serán comunicados de inmediato a las Cortes
Generales.

13. Ratificar los acuerdos de cooperación que sobre materias distintas a las mencionadas en el número
anterior concluya la Junta con otras Comunidades Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

14. Convalidar los Decretos Leyes aprobados por la Junta, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25.4 del
presente Estatuto.

15. Ejercer cuantos otros poderes, competencias y atribuciones les asignen la Constitución, el presente
Estatuto y las leyes.

Artículo 25. Potestad legislativa.
1. La iniciativa legislativa en la Comunidad corresponde a la Junta y a los Procuradores en los términos que
para éstos establezca el Reglamento de las Cortes.

2. Por ley de las Cortes de Castilla y León se regulará el ejercicio de la iniciativa legislativa popular y de los
Ayuntamientos para aquellas materias que sean competencia de la Comunidad Autónoma en los términos
previstos en la Ley Orgánica que desarrolle lo dispuesto en el artículo 87.3 de la Constitución.

3. Las Cortes podrán delegar en la Junta la potestad de dictar normas con rango de ley que a aquéllas competa.
La delegación deberá otorgarse de forma expresa, para materia concreta y con fijación de plazo para su
ejercicio y se efectuará mediante ley de bases cuando su objeto sea la formación de textos articulados o por
ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo. No podrán ser objeto de delegación,
además de lo que disponen otras leyes, las atribuciones legislativas contenidas en los números 3 y 10 del
artículo anterior, las ratificaciones previstas en los números 12 y 13 del mismo artículo, el régimen electoral
de la Comunidad, las leyes que fijen la sede o sedes de las instituciones básicas y aquellas otras leyes para las
que el presente Estatuto exija mayorías cualificadas para su aprobación. Sin perjuicio de la competencia
propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada caso fórmulas adicionales de
control parlamentario.

4. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, la Junta podrá dictar disposiciones legislativas provisionales
que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar a la reforma del Estatuto, a la regulación y
fijación de la sede o sedes de las instituciones básicas de la Comunidad, al régimen electoral, al
presupuestario, al tributario y al de los derechos previstos en el presente Estatuto. Tampoco podrá utilizarse el
Decreto-ley para la regulación de materias para las que el presente Estatuto exija expresamente la aprobación
de una ley de Cortes. En el plazo improrrogable de treinta días desde su promulgación los Decretos-leyes
deberán ser convalidados o derogados por las Cortes de Castilla y León después de un debate y votación de
totalidad. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las Cortes podrán acordar en el plazo más
arriba señalado tramitar los Decretos-leyes como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.

5. Las leyes de Castilla y León serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Junta, quien
ordenará su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y en el «Boletín Oficial del Estado». A efectos
de su entrada en vigor regirá la fecha de publicación en el primero de aquéllos.
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CAPÍTULO II EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 26. Elección y carácter.
1. El Presidente de la Junta ostenta la suprema representación de la Comunidad y la ordinaria del Estado en
ella; preside asimismo la Junta de Castilla y León, dirige sus acciones y coordina las funciones de sus
miembros.

2. El Presidente de la Junta de Castilla y León es elegido por las Cortes de Castilla y León de entre sus
miembros y nombrado por el Rey.

3. Al comienzo de cada legislatura o en caso de dimisión o fallecimiento del anterior Presidente, pérdida de su
condición de Procurador de las Cortes de Castilla y León, inhabilitación derivada de condena penal firme o
incapacidad permanente reconocida por las Cortes que lo inhabilite para el ejercicio del cargo, las Cortes de
Castilla y León procederán a la elección del Presidente por mayoría absoluta en primera votación o por
mayoría simple en la segunda, con arreglo al procedimiento que establezca el Reglamento de aquéllas. Si
transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación de investidura ningún candidato hubiera
obtenido la confianza de las Cortes de Castilla y León, éstas quedarán automáticamente disueltas y se
procederá a la convocatoria de nuevas elecciones.

4. El Presidente cesará, además de por las causas a que se refiere el apartado anterior, en los casos de pérdida
de confianza o si las Cortes de Castilla y León adoptan la moción de censura en los términos a que se refiere el
artículo 36 de este Estatuto.

Artículo 27. Atribuciones.
1. Como supremo representante de la Comunidad de Castilla y León, corresponde al Presidente de la Junta:

a) Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y León de acuerdo a lo establecido en la presente norma.

b) Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y León en los términos normativamente previstos.

c) Mantener las relaciones que se consideren oportunas con los demás entes públicos.

d) Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma
en los casos en los que proceda.

e) Proponer, por iniciativa propia o a solicitud de los ciudadanos, de conformidad con establecido en el
presente Estatuto y en la legislación del Estado y de la Comunidad, la celebración de consultas populares
en el ámbito de la Comunidad, sobre decisiones políticas relativas a materias que sean de la competencia
de ésta.

2. Como representante ordinario del Estado en la Comunidad Autónoma, corresponde al Presidente de la
Junta:

a) Promulgar en nombre del Rey las leyes aprobadas por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar su
publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y la remisión para su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

b) Ordenar la publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León» de los nombramientos de los altos
cargos del Estado en Castilla y León.

c) Solicitar la colaboración a las autoridades del Estado que ejercen funciones públicas en Castilla y León.

d) Las demás que determinen las leyes.

3. Como Presidente del Gobierno de Castilla y León, corresponde al Presidente de la Junta:

a) Dirigir y coordinar la acción de gobierno.

b) Nombrar y separar libremente a los demás miembros de la Junta.

c) Convocar, presidir, fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Gobierno y dirigir los debates y
deliberaciones, así como suspender y levantar las sesiones.
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d) Firmar los Decretos y Acuerdos de la Junta y ordenar, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial de
Castilla y León».

e) Solicitar dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León en los supuestos en que proceda.

f) Ejercer cualquier otra atribución prevista por las leyes.

CAPÍTULO III LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 28. Carácter y composición.
1. La Junta de Castilla y León es la institución de gobierno y administración de la Comunidad de Castilla y
León y ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con el presente Estatuto y el resto
del ordenamiento jurídico.

2. La Junta de Castilla y León está compuesta por el Presidente, los Vicepresidentes, en su caso, y los
Consejeros.

3. Una ley de Castilla y León regulará la organización y composición de la Junta, así como las atribuciones y el
estatuto personal de sus miembros.

4. El Presidente de la Junta nombra y separa libremente a sus miembros, comunicándolo seguidamente a las
Cortes de Castilla y León.

5. El Presidente podrá delegar funciones ejecutivas y de representación propias en los Vicepresidentes y
demás miembros de la Junta.

6. El Vicepresidente o Vicepresidentes asumirán las funciones que les encomiende el Presidente de la Junta y
le suplirán, por su orden, en caso de vacante, ausencia o enfermedad.

Artículo 29. Prerrogativas.
El Presidente y los demás miembros de la Junta, durante su mandato y por los actos delictivos cometidos en el
territorio de Castilla y León, no podrán ser detenidos ni retenidos sino en caso de flagrante delito,
correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será exigible en los
mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 30. Atribuciones.
Corresponde a la Junta de Castilla y León:

1. Ejercer el gobierno y administración de la Comunidad en el ámbito de las competencias que ésta tenga
atribuidas.

2. Interponer recursos de inconstitucionalidad en los términos que establece el artículo 162.1.a) de la
Constitución y suscitar, en su caso, conflictos de competencia con el Estado u otra Comunidad Autónoma,
según lo previsto en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, personándose en estos últimos por acuerdo
de las Cortes de Castilla y León o por propia iniciativa.

3. Ejercer cuantas otras competencias o atribuciones le asignen el presente Estatuto y las leyes.

Artículo 31. Cese.
1. La Junta de Castilla y León cesa tras la celebración de elecciones a las Cortes de Castilla y León, en los casos
de pérdida de la confianza parlamentaria y de cese de su Presidente previstos en este Estatuto.

2. La Junta de Castilla y León cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión de la nueva Junta.

Artículo 32. Administración Autonómica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Castilla y León la creación y estructuración de los órganos y
servicios de la Administración autonómica que tengan por objeto servir al ejercicio de las competencias
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atribuidas a aquélla.

2. En el ejercicio de sus competencias, la Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León
gozará de las potestades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes de ejecución forzosa y
revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación de los bienes afectados, y el
ejercicio de las restantes competencias de la legislación expropiatoria atribuidas a la Administración del
Estado, cuando se trate de materias de competencia de la Comunidad Autónoma.

c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.

d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.

e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación, preferencia y
demás reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus créditos, sin perjuicio de los que
correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en igualdad de derechos con las demás
Comunidades Autónomas.

f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo administrativo o tribunal
jurisdiccional.

g) La no admisión de interdictos contra las actuaciones de la Comunidad, en materia de su competencia
realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.

3. Asimismo, en el ejercicio de la competencia de organización, régimen y funcionamiento, prevista en el
artículo 70.1.1.º del presente Estatuto, y de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad
Autónoma, entre otras materias, el establecimiento del régimen de los empleados públicos de la Comunidad y
de su Administración Local, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución; la
elaboración del procedimiento administrativo derivado de las especialidades de su organización propia; la
regulación de la responsabilidad de la Junta y de los entes públicos dependientes de la misma, así como la
regulación de los bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad, y
la de los contratos y concesiones administrativas en su ámbito.

Artículo 33. Consejo Consultivo.
1. El Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la Junta y de la Administración
de la Comunidad.

2. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará su composición, organización, funcionamiento y
competencias.

CAPÍTULO IV RELACIONES ENTRE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN Y LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN Y SU P

Artículo 34. Responsabilidad política.
1. El Presidente y la Junta son políticamente responsables ante las Cortes de Castilla y León de forma
solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

2. El control de la acción política y de gobierno de la Junta y de su Presidente se ejerce por las Cortes en la
forma que regule su Reglamento.

Artículo 35. Cuestión de confianza.
1. El Presidente de la Junta de Castilla y León, previa deliberación de la misma, podrá plantear ante las Cortes
de Castilla y León la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general.

2. La tramitación parlamentaria de la cuestión de confianza se regirá por el Reglamento de las Cortes de
Castilla y León y se entenderá otorgada cuando vote a favor de ella la mayoría simple de los Procuradores.
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3. La Junta de Castilla y León y su Presidente cesarán si las Cortes de Castilla y León les niegan su confianza.
En este supuesto el Presidente de las Cortes convocará al Pleno para elegir nuevo Presidente, de conformidad
con el procedimiento previsto en el artículo 26 de este Estatuto.

Artículo 36. Moción de censura.
1. Las Cortes de Castilla y León pueden exigir la responsabilidad política de la Junta mediante aprobación por
mayoría absoluta de sus miembros de la moción de censura. Ésta deberá ser propuesta, al menos, por el 15
por 100 de los Procuradores y habrá de incluir un candidato a Presidente de Castilla y León.

2. El Reglamento de las Cortes de Castilla y León podrá establecer otros requisitos y regulará el procedimiento
de tramitación de dicha moción.

3. Los firmantes de una moción de censura no podrán presentar otra mientras no transcurra un año desde la
presentación de aquélla, dentro de la misma legislatura.

4. Si las Cortes de Castilla y León aprueban una moción de censura, la Junta cesará. El candidato incluido en la
misma se entenderá elegido por las Cortes de Castilla y León Presidente de la Junta, con las consecuencias
previstas en el artículo 26.2 del presente Estatuto.

Artículo 37. Disolución anticipada de las Cortes.
1. El Presidente de la Junta de Castilla y León, bajo su exclusiva responsabilidad y previa deliberación de la
Junta, podrá acordar la disolución anticipada de las Cortes de Castilla y León.

2. No podrá acordarse la disolución anticipada de las Cortes de Castilla y León en los siguientes supuestos:

a) Cuando se encuentre en tramitación una moción de censura.

b) Durante el primer período de sesiones de la legislatura.

c) Antes de que transcurra un año desde la anterior disolución de la Cámara efectuada al amparo de este
artículo.

3. La disolución se acordará por el Presidente de la Junta mediante decreto que incluirá la fecha de las
elecciones a las Cortes de Castilla y León y demás circunstancias previstas en la legislación electoral.

CAPÍTULO V EL PODER JUDICIAL EN CASTILLA Y LEÓN

Artículo 38. Competencias en materia de Administración de Justicia.
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la Comunidad Autónoma
de Castilla y León de acuerdo con la legislación del Estado:

1. Delimitar las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales y la localización de su sede y, en su
caso, solicitar la revisión de la planta de los Juzgados y Tribunales para adaptarla a las necesidades de su
ámbito territorial.

2. Ejercer las facultades normativas, ejecutivas y de gestión que tenga atribuidas en relación con la creación,
el diseño y la organización de las oficinas judiciales y unidades administrativas, así como respecto al personal
no judicial al servicio de la Administración de Justicia.

3. Ejercer las facultades normativas, ejecutivas y de gestión que tenga atribuidas en relación con los
organismos e instituciones colaboradores de la Administración de Justicia, incluidos los servicios de medicina
forense y de toxicología.

4. Proveer de medios personales, materiales y económicos a la Administración de Justicia dentro del marco de
sus competencias.

5. De manera general, ejercer aquellas otras competencias que le reconozca o atribuya la legislación del
Estado.
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Artículo 39. Ejercicio de la potestad jurisdiccional en Castilla y León.
1. Dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, el ejercicio de la potestad
jurisdiccional corresponde de manera ordinaria a los Juzgados y Tribunales radicados en la Comunidad, en
los términos previstos por la Constitución, la legislación del Estado y los Tratados Internacionales suscritos
por España.

2. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Castilla y León se extiende dentro de los órdenes
jurisdiccionales civil, penal, contencioso administrativo y social a todas las instancias, de conformidad con lo
dispuesto por la legislación estatal.

3. Las cuestiones de competencia que se susciten entre órganos jurisdiccionales dentro de cada orden
jurisdiccional en Castilla y León serán resueltos por el inmediato órgano superior común, de conformidad con
lo dispuesto por la legislación del Estado.

Artículo 40. El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.
1. El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León es el órgano jurisdiccional superior de la Administración
de Justicia dentro de la Comunidad en todos los órdenes, con excepción de la jurisdicción militar, y alcanza a
todo su ámbito territorial. Su organización, competencias y funcionamiento se ajustará a cuanto disponga la
legislación estatal.

2. Las competencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León se ejercerán sin perjuicio de las que
correspondan al Tribunal Supremo como órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes dentro de la
Administración de Justicia española o, cuando proceda, de las reconocidas a los Tribunales Internacionales,
de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, la legislación del Estado y los Tratados suscritos por
España.

Artículo 41. Presidente del Tribunal Superior de Justicia y personal judicial.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León será nombrado por el Rey, a propuesta del
Consejo General del Poder Judicial. El Presidente de la Junta de Castilla y León ordenará la publicación de
dicho nombramiento en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces, Secretarios y restante personal del Tribunal Superior y de los
demás órganos de la Administración de Justicia en la Comunidad se efectuará según la forma prevista en la
legislación del Estado.

Artículo 42. El Consejo de Justicia de Castilla y León.
Mediante ley de las Cortes de Castilla y León se podrá crear el Consejo de Justicia de Castilla y León y
establecer su estructura, composición y funciones dentro del ámbito de competencias de la Comunidad y de
acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal.

TÍTULO III DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

Artículo 43. Organización territorial.
1. Castilla y León se organiza territorialmente en municipios, provincias y demás entidades locales que con tal
carácter puedan crearse conforme a la ley.

2. Las entidades locales de Castilla y León se regirán por los principios de autonomía, suficiencia financiera,
competencia, coordinación, cooperación, responsabilidad, subsidiariedad y lealtad institucional.

3. La Comunidad y las entidades locales de Castilla y León promoverán la cohesión y el equilibrio de todos sus
territorios, con especial atención a las zonas periféricas y a las más despobladas y desfavorecidas.
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CAPÍTULO I DE LOS ENTES LOCALES

Artículo 44. El municipio.
1. El municipio es la entidad territorial básica de la Comunidad y la institución de participación más directa de
los ciudadanos en los asuntos públicos. Tiene personalidad jurídica propia y plena autonomía en el ámbito de
sus competencias y en la defensa de los intereses locales que representa.

2. Su gobierno, representación y administración corresponde al Ayuntamiento.

3. La creación y supresión de municipios, la alteración de términos municipales y la fusión de municipios
limítrofes se realizará de acuerdo con la legislación de la Comunidad Autónoma en el marco de la legislación
básica del Estado.

Artículo 45. Competencias.
1. Los municipios tienen las competencias propias que se establecen por la legislación básica del Estado y la
de la Comunidad Autónoma. Dichas competencias se ejercen con plena autonomía.

2. Las competencias de las entidades locales corresponderán a los municipios, salvo que la ley que reconozca
tales competencias las asigne a otras entidades locales.

3. Los municipios tienen capacidad para ejercer su iniciativa en toda materia de interés local que no esté
expresamente excluida de su competencia o atribuida a otras Administraciones por la legislación del Estado o
de la Comunidad Autónoma.

Artículo 46. La comarca.
1. La comarca se configura como la agrupación voluntaria de municipios limítrofes con características
geográficas, económicas, sociales e históricas afines. Podrá ser también circunscripción administrativa de la
Junta de Castilla y León para el cumplimiento de sus fines.

2. La constitución de cada comarca se formalizará por ley de las Cortes, que definirá sus competencias, sin
perjuicio de las que puedan delegarle o encomendarle las entidades locales de su ámbito territorial o la
Comunidad Autónoma. Se requerirá en todo caso el acuerdo de los Ayuntamientos afectados.

3. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará la comarca del Bierzo, teniendo en cuenta sus
singularidades y su trayectoria institucional.

4. Mediante ley de las Cortes se podrá regular con carácter general la organización y el régimen jurídico de las
comarcas de Castilla y León.

Artículo 47. La provincia.
1. La provincia, como entidad local, tiene personalidad jurídica propia y capacidad plena para la gestión de
sus intereses. Su gobierno y administración están encomendados a la respectiva Diputación. Constituye
también división territorial para el cumplimiento de los fines de la Comunidad Autónoma.

2. Las competencias de las Diputaciones se fijarán por la legislación básica del Estado y la de la Comunidad
Autónoma. En todo caso las Diputaciones ejercerán competencias en el ámbito de la cooperación,
asesoramiento y asistencia a municipios y otras entidades locales. Prestarán también servicios
supramunicipales de carácter provincial, en el ámbito de las competencias locales, sin perjuicio de las que
puedan delegarle o encomendarle las entidades locales de su ámbito territorial o la Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO II DE LAS RELACIONES ENTRE LA COMUNIDAD Y LOS ENTES LOCALES

Artículo 48. Principios.
La Comunidad de Castilla y León impulsará la autonomía local. La Comunidad y las entidades locales
ajustarán sus relaciones recíprocas a los principios de lealtad institucional, respeto a los ámbitos
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competenciales respectivos, coordinación, cooperación, información mutua, subsidiariedad, solidaridad
interterritorial y ponderación de los intereses públicos afectados, cualquiera que sea la Administración que
los tenga a su cargo.

Artículo 49. Regulación del gobierno y la administración local de Castilla y León.
1. En el marco de la legislación básica del Estado y del presente Estatuto, la Comunidad Autónoma establecerá
por ley de Cortes la regulación del gobierno y la administración local de Castilla y León. En dicha regulación
se contemplarán las entidades locales menores, así como las comarcas, áreas metropolitanas,
mancomunidades, consorcios y otras agrupaciones de entidades locales de carácter funcional y fines
específicos. La creación en cada caso de áreas metropolitanas se efectuará mediante ley específica de las
Cortes de Castilla y León.

2. Se preservarán y protegerán las formas tradicionales de organización local, por su valor singular dentro del
patrimonio institucional de Castilla y León.

Artículo 50. Transferencia y delegación de competencias de la Comunidad a los entes locales.
1. Por ley de las Cortes, aprobada por mayoría absoluta, se podrán transferir competencias a los
Ayuntamientos, Diputaciones y otros entes locales que puedan asegurar su eficaz ejercicio, en aquellas
materias que sean susceptibles de ser transferidas. La transferencia de competencias contemplará el traspaso
de los medios personales, financieros y materiales que resulten precisos para garantizar la suficiencia en la
prestación de los servicios públicos descentralizados.

2. Asimismo, la Comunidad podrá delegar en las entidades locales la gestión de materias de su competencia,
el desempeño de sus funciones y la prestación de servicios, estableciéndose en estos supuestos las formas de
dirección y control que aquélla se reserve.

Artículo 51. Consejo de Cooperación Local de Castilla y León.
1. La ley de las Cortes de Castilla y León prevista en el artículo 49 del presente Estatuto regulará la creación,
composición y funciones de un órgano mixto para el diálogo y la cooperación institucional entre la
Comunidad Autónoma y las Corporaciones locales de Castilla y León, en el que éstas estarán representadas
con criterios que aseguren la pluralidad política, territorial e institucional.

2. El Consejo de Cooperación Local será oído en el proceso de preparación de los anteproyectos de ley,
disposiciones administrativas y planes que afecten de forma específica a las entidades locales.

Artículo 52. Asociación de entidades locales.
1. La Comunidad de Castilla y León fomentará las asociaciones de entidades locales de ámbito autonómico
para la protección y promoción de sus intereses comunes.

2. Las Instituciones de la Comunidad Autónoma reconocerán la interlocución de la Federación Regional de
Municipios y Provincias de Castilla y León, en cuanto asociación local con mayor implantación.

CAPÍTULO III DE LAS HACIENDAS LOCALES

Artículo 53. Principios.
Las Haciendas locales de Castilla y León se rigen por los principios de suficiencia de recursos, equidad,
autonomía y responsabilidad fiscal. La Comunidad Autónoma velará por el cumplimiento de estos principios y
por la corrección de desequilibrios económicos entre las entidades locales, con el fin de garantizar la igualdad
en el acceso a los servicios públicos locales a todos los ciudadanos de la Comunidad.
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Artículo 54. Tutela financiera de los entes locales.
Corresponde a la Comunidad de Castilla y León velar por los intereses financieros de los entes locales de su
territorio y ejercer la tutela financiera sobre ellos, respetando la autonomía que a los mismos reconocen los
artículos 140 a 142 de la Constitución.

Artículo 55. Financiación de las entidades locales.
1. La financiación de las entidades locales garantizará la suficiencia de recursos de acuerdo con una
distribución de competencias basada en los principios de descentralización, subsidiariedad y simplificación
administrativa.

2. Las competencias transferidas a las entidades locales deberán ir acompañadas de una financiación
autonómica suficiente, para que no se ponga en riesgo la autonomía financiera de dichos entes locales.

3. Las entidades locales podrán participar en los ingresos de la Comunidad, según lo dispuesto en el artículo
142 de la Constitución, en los términos que establezca una ley de Cortes.

4. Las entidades locales de Castilla y León tienen derecho a que la Comunidad arbitre las medidas de
compensación que impidan que sus recursos se vean reducidos cuando establezca tributos sobre hechos
sujetos a la imposición municipal por los entes locales o cuando suprima o modifique cualquier tributo de
percepción municipal que reduzca los ingresos de los Ayuntamientos.

Artículo 56. Gestión concertada de tributos.
Los entes locales podrán delegar en la Comunidad Autónoma la gestión, liquidación, recaudación e
inspección de sus propios tributos y otros ingresos de derecho público, o establecer alguna otra forma de
colaboración.

TÍTULO IV RELACIONES INSTITUCIONALES Y ACCIÓN EXTERIOR DE LA COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I RELACIONES CON EL ESTADO Y CON LAS DEMÁS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 57. Disposiciones generales.
1. Las relaciones de la Comunidad de Castilla y León con el Estado y con las demás Comunidades Autónomas
estarán basadas en los principios de solidaridad, lealtad institucional y cooperación.

2. Dichas relaciones se articularán a través de mecanismos bilaterales o multilaterales en función de la
naturaleza de los asuntos y de los intereses que resulten afectados.

Artículo 58. Relaciones de la Comunidad Autónoma con el Estado.
1. La Comunidad de Castilla y León y el Estado se prestarán ayuda mutua y colaborarán cuando sea necesario
para el ejercicio eficaz de las competencias respectivas y para la defensa de los intereses propios.

2. La Comunidad, de acuerdo con lo establecido en el presente Estatuto y en la legislación estatal, participará
en los organismos y procedimientos de toma de decisiones del Estado que afecten a sus competencias y, en
particular, en los siguientes ámbitos:

a) Ordenación general de la actividad económica en el marco de lo establecido en el artículo 131.2 de la
Constitución.

b) Planificación de las infraestructuras estatales ubicadas en Castilla y León incluida, en su caso, la
declaración de interés general de las mismas.

c) Declaración y delimitación de espacios naturales dotados de un régimen de protección estatal.

d) Designación de los miembros de las instituciones, organismos y empresas públicas del Estado, en los
términos establecidos en la legislación estatal.

3. La Junta de Castilla y León y el Gobierno de la Nación, en el ámbito de las competencias respectivas, pueden
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suscribir convenios de colaboración y hacer uso de otros instrumentos de cooperación que consideren
adecuados para cumplir los objetivos de interés común.

Artículo 59. Comisión de Cooperación entre la Comunidad de Castilla y León y el Estado.
1. La Comisión de Cooperación entre la Comunidad de Castilla y León y el Estado se configura como el marco
permanente de cooperación de ámbito general entre ambas partes, de acuerdo con la legislación vigente, sin
perjuicio de las funciones atribuidas a otros órganos concretos de carácter bilateral o multilateral.

2. La Comisión de Cooperación estará constituida de un número igual de representantes de la Junta de Castilla
y León y del Gobierno de la Nación y adoptará sus normas de organización y funcionamiento por acuerdo de
ambas partes.

3. La Comisión de Cooperación podrá desempeñar las siguientes funciones:

a) Información, coordinación, planificación y colaboración entre las dos partes, en relación con el ejercicio
de las competencias respectivas.

b) Deliberación y, en su caso, propuesta sobre la elaboración de proyectos legislativos del Estado que
afecten singularmente a las competencias e intereses de Castilla y León.

c) Prevención y resolución extraprocesal de conflictos competenciales entre las dos partes.

d) Cualesquiera otras funciones destinadas a promover la cooperación entre las dos partes.

Artículo 60. Convenios y acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas.
1. La Comunidad de Castilla y León podrá establecer relaciones de colaboración en asuntos de interés común
con otras Comunidades Autónomas, especialmente con las limítrofes y con aquellas con las que le unen
vínculos históricos y culturales.

2. A tal efecto, la Comunidad podrá suscribir convenios de colaboración con otras Comunidades Autónomas
para la gestión y prestación de servicios de su competencia. Tales convenios deberán ser aprobados por las
Cortes de Castilla y León y comunicados a las Cortes Generales, entrando en vigor a los sesenta días de dicha
comunicación, salvo que las Cortes Generales decidan en el mismo término que, por su contenido, deben
calificarse como acuerdos de cooperación, en cuyo caso deberán seguir el procedimiento previsto en el
apartado 3 de este artículo.

3. La Comunidad podrá igualmente establecer acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas,
previa autorización de las Cortes Generales.

4. Los convenios y acuerdos suscritos por la Comunidad deberán publicarse en el «Boletín Oficial de Castilla y
León».

CAPÍTULO II RELACIONES CON LA UNIÓN EUROPEA Y PARTICIPACIÓN EN LA POLÍTICA EUROPEA DEL ESTADO

Artículo 61. Disposición general.
La Comunidad de Castilla y León deberá ser informada y oída por el Estado y participará, en los términos
establecidos por las legislaciones europea y estatal, en los asuntos relacionados con la Unión Europea que
afecten a sus competencias o intereses.

Artículo 62. Participación en la formación y aplicación del Derecho de la Unión Europea.
1. La Comunidad de Castilla y León participará en la formación de la voluntad del Estado español en los
procesos de elaboración del Derecho de la Unión Europea en los asuntos que afecten a las competencias o a
los intereses de la Comunidad a través de los mecanismos que se establezcan en el orden interno. La Junta y
las Cortes de Castilla y León podrán dirigir al Gobierno de la Nación y a las Cortes Generales, según proceda,
las observaciones y propuestas que consideren oportunas sobre los asuntos que sean objeto de negociación.

2. Las Cortes de Castilla y León participarán en los procedimientos de control de los principios de

EA-CYL · arts. 58-62Tema 2 · A) materias comunes · El Estatuto de Autonomía de Castilla y León. El Procurador del Común. Las Cortes de Cas…

2

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte · oposicionesexpress.com pág. 38



subsidiariedad y de proporcionalidad que establezca el Derecho de la Unión Europea en relación con las
propuestas legislativas europeas cuando dichas propuestas afecten a competencias de la Comunidad.

3. La Comunidad aplica y desarrolla el Derecho de la Unión Europea en el ámbito de sus competencias. La
existencia de una regulación europea no modifica la distribución interna de competencias establecida por la
Constitución y el presente Estatuto.

Artículo 63. Participación en instituciones y órganos de la Unión Europea.
1. La Comunidad podrá participar en las instituciones y órganos de la Unión, dentro de la representación del
Estado español, según lo determine la legislación aplicable.

2. La Junta de Castilla y León propondrá al Estado la designación de representantes en el Comité de las
Regiones, de conformidad con las normas que lo regulan.

Artículo 64. Delegación Permanente de la Comunidad de Castilla y León ante la Unión Europea.
La Comunidad de Castilla y León podrá establecer una Delegación Permanente ante la Unión Europea con el
fin de mantener relaciones de colaboración con las instituciones europeas y de ejercer funciones de
información y de promoción y defensa de los intereses de Castilla y León.

Artículo 65. Acciones ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.
1. La Comunidad de Castilla y León podrá actuar en los procedimientos ante el Tribunal de Justicia de la
Unión Europea en los términos que establezca la legislación aplicable.

2. En cualquier caso, la Junta de Castilla y León podrá instar al Gobierno de la Nación a ejercer acciones ante
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en defensa de los intereses de Castilla y León.

Artículo 66. Relaciones con las regiones europeas.
1. La Comunidad de Castilla y León promoverá el establecimiento de relaciones de cooperación, en la forma
en que estime conveniente en el marco de la legislación vigente, con las regiones europeas con las que
comparta objetivos e intereses económicos, sociales y culturales.

2. En particular, la Comunidad de Castilla y León promoverá el establecimiento de unas relaciones de buena
vecindad, basadas en el respeto mutuo y la colaboración, con las regiones de Portugal con las que le une una
estrecha vinculación geográfica, histórica, cultural, económica y ambiental.

CAPÍTULO III ACCIÓN EXTERIOR DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

Artículo 67. Medios de la acción exterior de la Comunidad.
1. La Comunidad de Castilla y León, por sí misma o en colaboración con el Estado o con otras Comunidades
Autónomas, podrá llevar a cabo acciones de proyección exterior con el fin de promover sus intereses, sin
perjuicio de la competencia estatal en materia de relaciones internacionales. A tal efecto, la Junta de Castilla y
León podrá suscribir acuerdos de colaboración en el ámbito de sus competencias, debiendo ser sometidos
dichos acuerdos a la aprobación de las Cortes de Castilla y León.

2. Asimismo, la Comunidad podrá participar en organismos internacionales, especialmente en la UNESCO y
otros organismos de carácter cultural, directamente, cuando así lo prevea la normativa correspondiente, o
integrada en el seno de la delegación española.

3. La Comunidad podrá establecer oficinas en el exterior para la mejor defensa de sus intereses, respetando lo
dispuesto en el artículo 149.1.3.ª y 10.ª de la Constitución.

4. En su acción exterior los poderes públicos de Castilla y León promoverán la paz, la solidaridad, la
tolerancia, el respeto a los derechos humanos, la prohibición de cualquier forma de discriminación y la
cooperación al desarrollo. Una ley de Cortes regulará el régimen jurídico de la cooperación al desarrollo de la
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Comunidad en el ámbito internacional.

Artículo 68. Tratados y convenios internacionales.
1. La Comunidad de Castilla y León podrá solicitar del Gobierno de la Nación la celebración de tratados o
convenios internacionales en materias de interés para Castilla y León, y en especial en las derivadas de su
situación geográfica como región fronteriza.

2. La Junta de Castilla y León adoptará las medidas necesarias para la ejecución, dentro de su territorio, de los
tratados internacionales y de los actos normativos de las organizaciones internacionales, en lo que afecten a
las materias propias de las competencias de la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

3. La Comunidad será informada de la elaboración de tratados y convenios internacionales, así como de los
proyectos de legislación aduanera, en lo que afecten a materias de su específico interés. En estos supuestos, la
Comunidad podrá estar representada en las delegaciones negociadoras si así lo acuerda con el Gobierno de la
Nación.

TÍTULO V COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD

Artículo 69. Disposición general.
La Comunidad de Castilla y León, en el marco de lo dispuesto en la Constitución y las correspondientes leyes
del Estado, asume las competencias que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo 70. Competencias exclusivas.
1. La Comunidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:

1.º Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.

2.º Estructura y organización de la Administración de la Comunidad.

3.º Ordenación de la Hacienda de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en este
Estatuto.

4.º Organización territorial de la Comunidad. Relaciones entre las instituciones de la Comunidad y los
entes locales y regulación de los entes locales creados por la Comunidad, en los términos previstos en el
presente Estatuto.

5.º Conservación del Derecho consuetudinario de Castilla y León.

6.º Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

7.º Obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma dentro de su propio territorio que no tengan
la calificación legal de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.

8.º Ferrocarriles, carreteras y caminos que transcurran íntegramente por el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, los transportes terrestres, fluviales, por cable o tubería. Centros
de transporte, logística y distribución en el ámbito de la Comunidad.

9.º Aeropuertos, helipuertos, muelles e instalaciones de navegación de carácter deportivo y, en general,
los que no desarrollen actividades comerciales.

10.º Asistencia social, servicios sociales y desarrollo comunitario. Promoción y atención de las familias,
la infancia, la juventud y los mayores. Prevención, atención e inserción social de los colectivos
afectados por la discapacidad, la dependencia o la exclusión social. Protección y tutela de menores.

11.º Promoción de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, con particular
atención a las mujeres víctimas de la violencia de género.

12.º Régimen de acogida e integración económica, social y cultural de los inmigrantes. La Junta de
Castilla y León colaborará con el Gobierno de España en todo lo relativo a políticas de inmigración, en
el ámbito de sus respectivas competencias.
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13.º Desarrollo rural.

14.º Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación general de la
economía.

15.º Denominaciones de origen y otras protecciones de calidad relativas a productos de Castilla y León.
Organización de los Consejos Reguladores y entidades de naturaleza equivalente.

16.º Tratamiento especial de las zonas de montaña.

17.º Pesca fluvial y lacustre, acuicultura, caza y explotaciones cinegéticas. Protección de los ecosistemas
en que se desarrollen dichas actividades.

18.º El fomento del desarrollo económico en los diferentes mercados y del comercio exterior y la
planificación de la actividad económica de la Comunidad, dentro de los objetivos marcados por la
política económica general y, en especial, la creación y gestión de un sector público de Castilla y León.

19.º Cajas de Ahorros e instituciones de crédito cooperativo público y territorial en el marco de la
ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facultades
dicte el Estado.

20.º Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación de bienes en
el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Regulación y autorización de
grandes superficies comerciales, en el marco de la unidad de mercado. Calendarios y horarios
comerciales, en el marco de la normativa estatal. Ferias y mercados interiores. Establecimiento de
bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a
la legislación mercantil.

21.º Promoción de la competencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

22.º Industria, con observancia de cuanto determinen las normas del Estado por razones de seguridad,
de interés militar o sanitario y las normas relacionadas con las industrias que estén sujetas a la
legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.

23.º Investigación científica y técnica. Fomento y desarrollo de la investigación, desarrollo e innovación
en coordinación con la investigación científica y técnica estatal.

24.º Instalaciones de almacenamiento, producción, de distribución y de transporte de cualesquiera
energías, cuando se circunscriban al territorio de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra
Comunidad Autónoma.

25.º Fomento, regulación y desarrollo de la artesanía.

26.º Promoción del turismo y su ordenación en el ámbito de la Comunidad.

27.º Casinos, juegos y apuestas, excepto las loterías y apuestas del Estado y los juegos autorizados por el
Estado en el territorio nacional a entidades sin ánimo de lucro.

28.º Cooperativas y entidades asimilables. Fomento del sector de la economía social.

29.º Estadística para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con la general del Estado y
con la de las demás Comunidades Autónomas.

30.º Publicidad en general y publicidad institucional sin perjuicio de la legislación del Estado.

31.º Cultura, con especial atención a las actividades artísticas y culturales de la Comunidad:

a) Fomento y promoción de las producciones artísticas y literarias de Castilla y León.

b) Producción, distribución de libros y publicaciones periódicas en cualquier soporte, así como la gestión
del depósito legal y el otorgamiento de códigos de identificación.

c) Industria cinematográfica y audiovisual de Castilla y León y de promoción y planificación de
equipamientos culturales de Castilla y León.

EA-CYL · art. 70Tema 2 · A) materias comunes · El Estatuto de Autonomía de Castilla y León. El Procurador del Común. Las Cortes de Castilla…

2

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte · oposicionesexpress.com pág. 41



d) Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico y científico de interés para la
Comunidad, sin perjuicio de la competencia del Estado para su defensa contra la exportación y la
expoliación.

e) Museos, bibliotecas, hemerotecas, archivos y otros centros culturales y de depósito de interés para la
Comunidad y que no sean de titularidad estatal. En los mismos términos, conservatorios de música y
danza, centros de artes escénicas y otras instituciones relacionadas con el fomento y la enseñanza de las
Bellas Artes.

f) Fiestas y tradiciones populares.

g) Las Academias científicas y culturales que desarrollen principalmente su actividad en Castilla y León.
32.º Espectáculos públicos y actividades recreativas. 33.º Promoción de la educación física, del deporte y del
ocio. 34.º Fundaciones que desarrollen principalmente sus actividades en la Comunidad Autónoma. 35.º
Normas adicionales sobre protección del medio ambiente y del paisaje, con especial atención al desarrollo
de políticas que contribuyan a mitigar el cambio climático. 36.º Servicio meteorológico de la Comunidad
Autónoma. 37.º Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, el presente
Estatuto o, en general, el ordenamiento jurídico.

2. En el ejercicio de estas competencias, corresponderán a la Comunidad de Castilla y León las potestades
legislativa y reglamentaria, y la función ejecutiva, incluida la inspección.

3. La atribución en exclusividad de estas competencias a la Comunidad de Castilla y León se entenderá
efectuada sin perjuicio de las competencias que pudieran corresponder al Estado en virtud de otros títulos
previstos por la Constitución.

Artículo 71. Competencias de desarrollo normativo y de ejecución.
1. En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que ella establezca, es
competencia de la Comunidad de Castilla y León el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación del
Estado en las siguientes materias:

1.º Régimen Local.

2.º Protección de datos de carácter personal que estén bajo la responsabilidad de las instituciones de la
Comunidad, de los entes locales y de cualquier entidad pública o privada dependiente de aquéllas.

3.º Seguridad Social, exceptuando el régimen económico y respetando los principios de unidad económico-
patrimonial y de solidaridad financiera.

4.º Ordenación farmacéutica.

5.º Defensa de los consumidores y usuarios.

6.º Ordenación del crédito, banca y seguros.

7.º Protección del medio ambiente y de los ecosistemas. Prevención ambiental. Vertidos a la atmósfera y a
las aguas superficiales y subterráneas.

8.º Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios naturales protegidos.

9.º Sanidad agraria y animal.

10.º Régimen minero y energético, incluidas las fuentes renovables de energía.

11.º Tecnologías de la información y el conocimiento.

12.º Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social. La Comunidad Autónoma podrá
regular, crear y mantener los medios de comunicación social que considere necesarios para el
cumplimiento de sus fines.

13.º Cámaras Agrarias, de Comercio e Industria y cualesquiera otras de naturaleza equivalente.

14.º Colegios profesionales y ejercicio de profesiones tituladas.
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15.º Sistema de consultas populares en el ámbito de Castilla y León, de conformidad con lo que disponga la
ley a la que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la
autorización de su convocatoria.

16.º Protección civil, incluyendo en todo caso la regulación, planificación y ejecución de medidas relativas
a las emergencias y la seguridad civil, así como la coordinación y formación de los servicios de protección
civil, entre ellos los de prevención y extinción de incendios.

17.º Asociaciones que desarrollen principalmente sus actividades en la Comunidad Autónoma.

2. En estas materias, y salvo norma en contrario, corresponde además a la Comunidad la potestad
reglamentaria, la gestión y la función ejecutiva, incluida la inspección.

Artículo 72. Competencias sobre seguridad pública.
Cuerpo de Policía de Castilla y León.

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Castilla y León la vigilancia y protección de sus edificios e
instalaciones, para lo que podrá convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional de
Policía, en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica a que se refiere el
número 29 del artículo 149.1 de la Constitución.

2. La Comunidad Autónoma podrá también convenir con el Estado la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad para el ejercicio de las funciones correspondientes a aquellas de sus competencias que así lo
precisen.

3. La Comunidad de Castilla y León podrá crear mediante ley de Cortes el Cuerpo de Policía de Castilla y León,
que ejercerá las funciones que dicha ley establezca y de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado previstas en la Ley Orgánica reguladora de éstos. La coordinación de la actuación, en el territorio
de Castilla y León, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y del Cuerpo de Policía de Castilla y León
corresponderá a la Junta de Seguridad, formada por un número igual de representantes del Gobierno y de la
Junta de Castilla y León.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma la coordinación y demás facultades previstas en la Ley Orgánica a
que se refiere el número 22 del artículo 148.1 de la Constitución, en relación con las policías locales de Castilla
y León.

Artículo 73. Competencias sobre educación.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la
enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto
en la normativa estatal.

2. En materia de enseñanza no universitaria, corresponde en todo caso a la Comunidad de Castilla y León: la
programación, creación, organización, régimen e inspección de los centros públicos y la autorización,
inspección y control de todos los centros educativos; el régimen de becas y ayudas al estudio con fondos
propios; la evaluación y garantía de la calidad del sistema educativo; la formación del personal docente; la
definición de las materias relativas al conocimiento de la cultura castellana y leonesa; las actividades
complementarias y extraescolares, en relación con los centros sostenidos con fondos públicos; la
organización de las enseñanzas no presenciales y semipresenciales. También son competencia de la
Comunidad las enseñanzas no universitarias que no conduzcan a la obtención de un título académico o
profesional estatal.

3. En materia de enseñanza universitaria, sin perjuicio de la autonomía de las Universidades, es competencia
exclusiva de la Comunidad de Castilla y León en todo caso la programación y coordinación del sistema
universitario de Castilla y León; la creación de Universidades públicas y autorización de las privadas; la
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aprobación de los estatutos de las Universidades públicas y de las normas de organización y funcionamiento
de las privadas; la coordinación de los procedimientos de acceso a las Universidades y regulación de los
planes de estudio; el marco jurídico de los títulos propios de las Universidades; la financiación de las
Universidades; la regulación y gestión del sistema propio de becas y ayudas al estudio; el régimen retributivo
del personal docente e investigador contratado en las Universidades públicas y el establecimiento de
retribuciones complementarias del personal docente e investigador funcionario.

Artículo 74. Competencias sobre sanidad.
1. Son de competencia exclusiva de la Comunidad de Castilla y León, sin perjuicio de las facultades reservadas
al Estado, las funciones en materia de sanidad y salud pública, la promoción de la salud en todos los ámbitos,
la planificación de los recursos sanitarios públicos, la coordinación de la sanidad privada con el sistema
sanitario público y la formación sanitaria especializada.

2. En el marco de las bases y coordinación estatal de la Sanidad, corresponde a la Comunidad de Castilla y
León la organización, funcionamiento, administración y gestión de todas las instituciones sanitarias públicas
dentro del territorio de la Comunidad de Castilla y León.

3. La Junta de Castilla y León podrá organizar y administrar para aquellas finalidades, y dentro de su
territorio, todos los servicios relacionados con las materias antes mencionadas, y ejercerá la inspección y
control de las entidades en materia de sanidad, reservándose al Estado la alta inspección para el
cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.

4. La Comunidad promoverá la investigación biomédica y biotecnológica en el marco de sus propias
instituciones sanitarias y de investigación.

Artículo 75. Competencias sobre la Cuenca del Duero y las aguas de la Comunidad.
1. (Anulado)

2. En colaboración con el Estado y las demás Comunidades Autónomas, corresponde a la Junta de Castilla y
León la participación en la gestión de las aguas pertenecientes a otras cuencas intercomunitarias que se
encuentren en el territorio de Castilla y León.

3. Las competencias de los apartados anteriores se asumirán sin perjuicio de las reservadas al Estado por el
artículo 149.1 de la Constitución y de la planificación hidrológica.

4. La Comunidad tiene competencia exclusiva, cuando las aguas discurran íntegramente dentro del territorio
de Castilla y León, en materia de proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos,
canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y subterráneas,
ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos.

5. Es un principio rector de la acción política de la Comunidad la garantía del abastecimiento de agua en
condiciones de cantidad y calidad suficientes para atender las necesidades presentes y futuras de los
castellanos y leoneses. En aplicación de este principio y en el marco de la legislación del Estado, la Junta de
Castilla y León emitirá un informe preceptivo sobre cualquier decisión estatal que implique transferencia de
aguas fuera del territorio de la Comunidad.

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 1 por Sentencia del TC 32/2011, de 17 de marzo. Ref. BOE-A-2011-6547.

Artículo 76. Competencias de ejecución.
Corresponde a la Comunidad de Castilla y León, en los términos que establezcan las leyes y las normas
reglamentarias que en su desarrollo dicte el Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:

1.º Empleo y relaciones laborales. Políticas activas de ocupación. Prevención de riesgos laborales, promoción
de la salud y seguridad laboral.

2.º Fijación, en colaboración con el Estado, de las necesidades del mercado laboral que determinan la
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concesión de las autorizaciones de trabajo de los extranjeros.

3.º Ferias internacionales.

4.º Gestión de museos, archivos, bibliotecas y colecciones de naturaleza análoga de titularidad estatal que no
se reserve el Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.

5.º Pesas y medidas. Contraste de metales.

6.º Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de sectores económicos.

7.º Productos farmacéuticos.

8.º Propiedad industrial.

9.º Propiedad intelectual.

10.º Aeropuertos y helipuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve el Estado.

11.º Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que participará en los casos y
actividades que proceda.

12.º Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado.

13.º Seguridad privada, cuando así lo establezca la legislación del Estado.

14.º Nombramiento de los Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles que
hayan obtenido plaza en el territorio de la Comunidad de acuerdo con las leyes estatales. Informe y
participación en la fijación de las demarcaciones de Notarías, Registros de la Propiedad, Mercantiles y de
Bienes Muebles, así como de las Oficinas Liquidadoras a cargo de éstos de acuerdo con lo previsto en la
legislación estatal. La Comunidad velará por la adecuada prestación del servicio público encomendado a
Notarios y Registradores.

15.º Defensa de la competencia respecto de las actividades económicas que se desarrollen en el territorio de la
Comunidad, pudiendo crearse con esa finalidad un órgano independiente.

Artículo 77. Asunción de nuevas competencias.
1. La Comunidad Autónoma podrá solicitar de las instituciones del Estado y asumir competencias a través de
los procedimientos establecidos en los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución. Al efecto señalado en
el párrafo anterior, la Comunidad Autónoma podrá ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.2
de la Constitución.

2. En cualquier caso, la Comunidad de Castilla y León podrá asumir las demás competencias, funciones y
servicios que la legislación del Estado reserve o atribuya a las Comunidades Autónomas.

3. Las Cortes y la Junta de Castilla y León velarán por que el nivel de autogobierno establecido en el presente
Estatuto sea actualizado en términos de igualdad respecto de las demás Comunidades Autónomas.

TÍTULO VI ECONOMÍA Y HACIENDA

CAPÍTULO I ECONOMÍA

Artículo 78. Principios de política económica.
1. La política económica de la Comunidad de Castilla y León se orientará al progreso económico y social, a la
mejora de la calidad de vida de sus ciudadanos y a la consecución de los derechos y principios básicos de la
Comunidad establecidos en el Título I del presente Estatuto.

2. Con objeto de asegurar el equilibrio económico y demográfico dentro del territorio de la Comunidad y la
realización interna del principio de solidaridad, se constituirá un Fondo autonómico de compensación, que
será regulado por ley de las Cortes de Castilla y León.
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Artículo 79. Sector público.
1. La Comunidad queda facultada para constituir instituciones que fomenten la plena ocupación y para crear y
mantener su propio sector público, en coordinación con el sector público estatal y local, a fin de impulsar el
desarrollo económico y social y de realizar sus objetivos en el marco de sus competencias.

2. Las empresas públicas, los organismos autónomos y los entes públicos de derecho privado se constituirán
mediante ley de las Cortes de Castilla y León.

3. La Comunidad, de acuerdo con lo que establezcan las leyes del Estado, designará, en su caso, sus
representantes en los organismos económicos, las instituciones financieras y las empresas públicas del Estado
cuya competencia se extienda al territorio de la Comunidad.

Artículo 80. Instituciones de crédito y ahorro.
La Comunidad de Castilla y León ejercerá, en coordinación con las políticas del Estado, las competencias que
le correspondan en relación con las instituciones de crédito y ahorro, con los establecimientos financieros de
crédito y con el resto de entidades e instituciones que conformen el sistema financiero autonómico, con los
objetivos de fortalecimiento del sistema financiero de Castilla y León, cumplimiento de su función económica
y social, fomento de su participación en los objetivos económicos estratégicos de la Comunidad, protección de
los derechos e intereses de los usuarios, promoción de la inversión en la Comunidad, vigilancia del
cumplimiento de las normas de ordenación y disciplina, y protección de su independencia, prestigio y
estabilidad.

Artículo 81. Consejo Económico y Social.
1. El Consejo Económico y Social es un órgano colegiado de carácter consultivo y asesor en materia
socioeconómica de la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

2. Una ley de la Comunidad regulará su composición, organización y funcionamiento.

CAPÍTULO II HACIENDA

Artículo 82. Principios de la Hacienda de la Comunidad.
1. La Hacienda de la Comunidad se inspirará en los principios de autonomía financiera, suficiencia, equidad,
solidaridad, transparencia, economía y eficiencia.

2. La Comunidad de Castilla y León tiene autonomía financiera para desarrollar y ejecutar sus competencias.
La autonomía financiera de la Comunidad y demás principios que inspiran la Hacienda de la Comunidad se
ejercerán conforme a lo previsto en la Constitución, en el presente Estatuto y en la Ley Orgánica prevista en el
artículo 157.3 de la Constitución, respetando los principios de coordinación con las Haciendas Estatal y Local
y de solidaridad entre todos los españoles.

3. La Comunidad de Castilla y León y las instituciones que la componen gozan de idéntico tratamiento fiscal
que el establecido por las leyes para el Estado.

Artículo 83. Relaciones de la Hacienda de la Comunidad con la Hacienda del Estado.
1. La Comunidad Autónoma de Castilla y León dispondrá de los recursos suficientes para atender de forma
estable y permanente la gestión y el desarrollo de sus competencias. La Comunidad Autónoma de Castilla y
León velará por que, en los términos de los artículos 138 y 139 de la Constitución Española, el Estado garantice
la realización efectiva de los principios de igualdad y solidaridad y el equilibrio económico de las diversas
Comunidades Autónomas, sin que las diferencias entre sus Estatutos y competencias puedan implicar, en
ningún caso, privilegios económicos o sociales en perjuicio de Castilla y León.

2. La Comunidad Autónoma de Castilla y León participará en los mecanismos de nivelación que se diseñen en
el marco del sistema general de financiación.
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3. En el marco de lo establecido en el artículo 158.2 de la Constitución la Comunidad Autónoma de Castilla y
León participará en el Fondo de Compensación Interterritorial de acuerdo con lo que establezca su normativa
reguladora.

4. La Comunidad Autónoma de Castilla y León velará por que se garantice el establecimiento de un equilibrio
económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, previsto en el artículo 138 de la
Constitución y participará en los mecanismos que se establezcan para hacer efectivo este principio, conforme
a su normativa reguladora.

5. De acuerdo con el principio de lealtad institucional, se valorará el impacto financiero, positivo o negativo,
que las disposiciones generales y medidas adoptadas por el Estado tengan sobre la Comunidad de Castilla y
León o las adoptadas por la Comunidad Autónoma tengan sobre el Estado, en un período determinado, en
forma de una variación de las necesidades de gasto o de capacidad fiscal, con la finalidad de establecer los
mecanismos de ajuste necesarios para evitar cualquier tipo de perjuicio a la suficiencia financiera de la
Comunidad, al desarrollo de sus competencias o a su crecimiento económico. Ambas Administraciones se
facilitarán mutuamente el acceso a la información estadística y de gestión necesaria para el mejor ejercicio de
sus respectivas competencias, en un marco de cooperación y transparencia.

6. Para determinar la financiación que dentro del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas
corresponde a la Comunidad de Castilla y León se ponderarán adecuadamente los factores de extensión
territorial, dispersión, baja densidad y envejecimiento de la población de la Comunidad.

7. La Hacienda de Castilla y León participará, siempre que se establezca en el sistema general de financiación,
en la suficiencia de la financiación de las Comunidades Autónomas en términos dinámicos.

8. Para la fijación de las inversiones del Estado en Castilla y León en infraestructuras, se tendrá en
consideración, con carácter prioritario, la superficie del territorio de la Comunidad y se incorporarán criterios
de equilibrio territorial a favor de las zonas más desfavorecidas.

Artículo 84. Recursos Financieros.
La Hacienda de la Comunidad se constituye con:

a) Los rendimientos de sus tributos propios.

b) Los rendimientos de los tributos cedidos total o parcialmente por el Estado a que se refiere la disposición
adicional primera y de todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes Generales.

c) Las asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

d) Los recargos sobre impuestos estatales.

e) Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial, de acuerdo con su normativa
reguladora.

f) Los ingresos procedentes de la Unión Europea.

g) Los ingresos procedentes de otros organismos nacionales e internacionales.

h) El producto de la emisión de deuda y el recurso al crédito.

i) Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma y los demás ingresos de derecho privado.

j) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

k) Cualquier otro tipo de recursos que le correspondan, en virtud de lo dispuesto en las leyes.

Artículo 85. Otros recursos.
La Comunidad Autónoma y las entidades locales afectadas participarán en los ingresos correspondientes a los
tributos que el Estado pueda establecer para recuperar los costes sociales producidos por actividades
contaminantes o generadoras de riesgos de especial gravedad para el medio, en la forma que establezca la ley
creadora del gravamen.
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Artículo 86. Organización y competencias de la Hacienda de la Comunidad.
1. Las competencias normativas y las competencias de gestión, liquidación, recaudación e inspección de los
tributos cuyo rendimiento esté cedido a la Comunidad de Castilla y León, así como la revisión de los actos
dictados en vía de gestión de dichos tributos, se ejercerán en los términos fijados en la Ley Orgánica prevista
en el artículo 157.3 de la Constitución, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la
Administración del Estado en el ámbito previsto por la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.

2. Las funciones de aplicación de los tributos propios de la Comunidad y las que, en el marco de la Ley
Orgánica prevista en el artículo 157.3 de la Constitución Española, se atribuyan a la Comunidad de Castilla y
León en materia de tributos cedidos, total o parcialmente, serán ejercidas por los órganos o entes públicos que
la Comunidad establezca en cada momento.

3. A tal fin, se podrá crear por ley de Cortes un organismo con personalidad jurídica propia para la gestión,
recaudación, liquidación, inspección y revisión de los tributos propios y cedidos. En todo caso, la
Administración Tributaria del Estado y la de la Comunidad fomentarán los medios de colaboración y
coordinación que consideren oportunos, en especial cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 87. Deuda Pública y crédito.
1. La Comunidad Autónoma de Castilla y León podrá concertar operaciones de endeudamiento para financiar
gastos de inversión en los términos que autorice la correspondiente ley de las Cortes de Castilla y León.

2. El volumen y características de las operaciones se establecerán de acuerdo con el ordenamiento general de
la política crediticia y en coordinación con el Estado.

3. Los valores emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

4. Igualmente podrá concertar operaciones de crédito por plazo inferior a un año con objeto de cubrir sus
necesidades transitorias de tesorería.

5. Lo establecido en los apartados anteriores se ajustará a lo dispuesto en la Ley Orgánica prevista en el
artículo 157.3 de la Constitución.

Artículo 88. Patrimonio.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Castilla y León estará integrado por todos los bienes de los
que ella sea titular, estén o no adscritos a algún servicio o uso público de la Comunidad y cualquiera que sea su
naturaleza y el título de adquisición.

2. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará el régimen jurídico del patrimonio de la Comunidad
Autónoma, así como su administración, conservación y defensa.

Artículo 89. Presupuestos.
1. Los Presupuestos Generales de la Comunidad constituirán la expresión cifrada conjunta y sistemática de las
obligaciones que como máximo pueden reconocer y de los derechos que prevean liquidar durante el
correspondiente ejercicio. Tendrán carácter anual e incluirán la totalidad de los gastos e ingresos de los
organismos y entidades que la integran, y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que
afecten a los tributos atribuidos a la Comunidad de Castilla y León.

2. Corresponderá a la Junta de Castilla y León la elaboración de los Presupuestos de Castilla y León y a las
Cortes de Castilla y León su examen, enmienda, aprobación y control. La Junta presentará el proyecto de
Presupuestos a las Cortes de Castilla y León antes del 15 de octubre de cada año. Si no fuera aprobado antes
del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedarán automáticamente prorrogados los del año
anterior hasta la aprobación del nuevo.

3. Los Presupuestos de la Comunidad se presentarán equilibrados, se orientarán al cumplimiento de los
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objetivos de política económica, cumplirán los objetivos de estabilidad presupuestaria establecidos para el
ejercicio por los principios y la normativa estatal, y su elaboración y gestión se efectuará con criterios
homogéneos a los del Estado, de forma que sea posible su consolidación.

4. La elaboración de los Presupuestos de la Comunidad podrá enmarcarse en un escenario económico
plurianual compatible con el principio de anualidad por el que se rige la aprobación y ejecución
presupuestaria.

5. La contabilidad de la Comunidad se adaptará al Plan General de Contabilidad Pública que se establezca para
todo el sector público.

Artículo 90. Consejo de Cuentas.
1. El Consejo de Cuentas, dependiente de las Cortes de Castilla y León, realizará las funciones de fiscalización
externa de la gestión económica, financiera y contable del sector público de la Comunidad Autónoma y demás
entes públicos de Castilla y León, sin perjuicio de las competencias que corresponden al Tribunal de Cuentas
de acuerdo con la Constitución.

2. Una ley de Cortes regulará sus competencias, organización y funcionamiento.

TÍTULO VII REFORMA DEL ESTATUTO

Artículo 91. Procedimiento.
La reforma del presente Estatuto de Autonomía se ajustará al siguiente procedimiento:

1. La iniciativa de la reforma ante las Cortes de Castilla y León corresponderá a una tercera parte de sus
miembros o a la Junta de Castilla y León.

2. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes de Castilla y León por mayoría
de dos tercios y la posterior aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

3. Aprobada la propuesta de reforma por las Cortes de Castilla y León, se remitirá al Congreso de los
Diputados. Las Cortes de Castilla y León elegirán de entre sus miembros una delegación para participar en la
tramitación de la propuesta en el seno de una comisión mixta paritaria constituida de acuerdo con el
procedimiento que prevea el Reglamento del Congreso de los Diputados.

4. Las Cortes de Castilla y León podrán retirar con la mayoría cualificada que determine su Reglamento la
propuesta de reforma en cualquier momento de la tramitación en las Cortes Generales antes de que sea
aprobada de forma definitiva. En este caso no será de aplicación lo dispuesto en el apartado siguiente.

5. Si la propuesta de reforma no es aprobada por las Cortes de Castilla y León o por las Cortes Generales, no
podrá ser sometida nuevamente a debate y votación de aquéllas hasta que haya transcurrido al menos un año.

ProcComun-CYL
Ley 2 1994 del Procurador del Comun de Castilla y Leon
En este tema: arts. 1 a 23 y 31 a 34 · 27 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-
A-1994-7270

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.
1. El Procurador del Común es el Alto Comisionado de las Cortes de Castilla y León, designado por éstas, que
actúa con independencia para la protección y defensa de los derechos constitucionales de los ciudadanos y de
los derechos y principios reconocidos en el Estatuto de Autonomía de Castilla y León frente a la
Administración de la Comunidad, la de sus entes locales y la de los diferentes organismos que de éstas

EA-CYL · arts. 89-91  ·  ProcComun-CYL · art. 1Tema 2 · A) materias comunes · El Estatuto de Autonomía de Castilla y León. El Procurador del…

2

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Peñaranda de Bracamonte · oposicionesexpress.com pág. 49



dependan.

2. Con esta finalidad supervisa la actuación de la Administración regional, entes, organismos y de las
autoridades y del personal que de ella dependen o están afectos a un servicio público. Supervisa también la
actuación de los Entes Locales de Castilla y León en las materias en las que el Estatuto de Autonomía atribuya
competencia a la Comunidad Autónoma.

3. En el cumplimiento de su misión, el Procurador del Común podrá dirigirse a autoridades, organismos,
funcionarios y dependencias de cualquier Administración con sede en la Comunidad Autónoma.

4. Cumple sus funciones con autonomía, independencia y objetividad, investigando y resolviendo los
expedientes iniciados de oficio y las quejas formuladas. No está sometido a mandato imperativo y no recibirá
instrucciones de ninguna autoridad. Gozará de cualquier prerrogativa que la legislación establezca.
Se modifica el apartado 1 por el art. 3.1 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 y 4.a) de la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. Ref. BOE-A-2001-23930

Artículo 2.
1. El Procurador del Común es elegido por las Cortes de Castilla y León para un periodo de cuatro años,
conforme al procedimiento establecido en la presente Ley. Solamente podrá ser reelegido para un segundo
mandato.

2. Se relacionará con las Cortes Regionales mediante una Comisión constituida con esta finalidad. En
cualquier momento el Procurador del Común puede dirigirse a esta Comisión Parlamentaria y a su vez la
Comisión puede solicitar su comparecencia para informar de asuntos de su competencia.

3. Anualmente, presentará un informe a las Cortes sobre su actuación.
Se modifica el apartado 1 por el art. 3.2 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748

Artículo 3.
1. Todos los Órganos y Entes sujetos a la supervisión del Procurador del Común de Castilla y León están
obligados a auxiliarle, con carácter preferente y urgente, en sus investigaciones.

2. Si alguna autoridad o funcionario incumpliera esta labor de auxilio, el Procurador del Común de Castilla y
León lo pondrá en conocimiento del superior jerárquico de los mismos y, si procediere, del Ministerio Fiscal.
El Procurador del Común incluirá estas actuaciones en su informe anual a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 4.
1. El Procurador del Común de Castilla y León, para cumplir con lo establecido en esta Ley, cooperará con el
Defensor del Pueblo y coordinará con él sus funciones. En el marco de la legislación vigente, se podrá celebrar
convenios de colaboración entre ambas instituciones, de los que se dará traslado a las Cortes de Castilla y
León y se publicarán en el «Boletín Oficial de la Cámara». Dichos convenios deberán fijar su duración, las
Administraciones a las que se refiere y las materias concretas a las que afectan, las facultades que podrá
ejercer el Procurador del Común de Castilla y León y el régimen de la relación con el Defensor del Pueblo.

2. En el ámbito de esta cooperación, el Procurador del Común de Castilla y León dará traslado al Defensor del
Pueblo de las quejas sobre la actuación de la Administración Pública del Estado en el territorio castellano-
leonés, y deberá comunicarlo al autor de la queja.

3. El Procurador del Común de Castilla y León podrá también celebrar los convenios a los que se refiere este
artículo con las instituciones semejantes de otras Comunidades Autónomas, dando traslado de los mismos a
las Cortes de Castilla y León, quien los publicará en el «Boletín Oficial de la Cámara».
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TÍTULO I DEL NOMBRAMIENTO Y CESE Y DE LAS CONDICIONES DEL PROCURADOR DEL COMÚN DE CASTILLA Y LE

Artículo 5.
1. Podrá ser elegido Procurador del Común cualquier persona que reúna las siguientes condiciones:

a) Ser mayor de edad y estar en pleno uso de los derechos civiles y políticos.

b) Gozar de la condición política de ciudadano de Castilla y León.
Se modifica el apartado 1.b) por el art. único.4.b) de la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. Ref. BOE-A-2001-23930

Artículo 6.
1. El Procurador del Común de Castilla y León será elegido en sesión plenaria de las Cortes de Castilla y León
convocada con este motivo.

2. Abierto el proceso electoral, la Comisión Parlamentaria a la que hace referencia el artículo 2.º presentará a
la Mesa de las Cortes, en el plazo máximo de un mes, el candidato o los candidatos al cargo.

3. La Mesa de las Cortes, de acuerdo con la Junta de Portavoces, elevará al Pleno de la Cámara, en el plazo de
un mes, el nombre de un candidato.

4. El Procurador del Común de Castilla y León será elegido por mayoría de las tres quintas partes. Si no se
consiguiera esta mayoría, se repetirá el mismo procedimiento.

Artículo 7.
1. El Procurador del Común de Castilla y León tomará posesión de su cargo ante la Mesa de las Cortes y la
Junta de Portavoces, y realizará promesa o juramento de acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía de
Castilla y León, y de defender y proteger los derechos individuales de los ciudadanos de Castilla y León.

2. El Presidente de las Cortes acreditará con su firma el nombramiento del Procurador del Común de Castilla y
León que se publicará en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y en el «Boletín Oficial del Estado».
Se modifica el apartado 1 por el art. único.4.b) de la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. Ref. BOE-A-2001-23930

Artículo 8.
1. El cargo de Procurador del Común es incompatible, en todo caso, con:

a) Cualquier cargo político o mandato representativo en el Estado, Comunidades Autónomas, Entes
Locales, Unión Europea u Organismos Internacionales o puesto o cargo asimilado en el sector público de
cualquiera de dichas instancias.

b) La afiliación o el ejercicio de funciones directivas o ejecutivas en los partidos políticos, sindicatos o
asociaciones empresariales.

c) El ejercicio de las carreras judicial y fiscal, o la prestación de servicios en la Administración de Justicia.

d) El desempeño de funciones directivas en Asociaciones, Fundaciones y Colegios Profesionales.

e) El ejercicio, directamente o a través de terceras personas, de cargos en empresas o sociedades dedicadas
a actividades que sean objeto de contratación por parte de las Administraciones Públicas o subvencionadas
por éstas, concesionarias de las mismas, arrendatarias o administradoras de monopolios o con
participación del sector público.

2. Cuando concurra una causa de incompatibilidad en quien fuere elegido Procurador del Común de Castilla y
León, éste, antes de tomar posesión, deberá cesar en el cargo o en la actividad incompatible o bien solicitar la
excedencia en la función. Si no lo hace en los ocho días siguientes a la elección, se entenderá que no acepta el
nombramiento. La misma norma debe aplicarse en el caso de sobrevenir una incompatibilidad.

3. El Procurador del Común podrá optar entre desempeñar sus funciones en régimen de dedicación exclusiva
o parcial, debiendo garantizar en todo caso la plena disponibilidad para cumplir sus deberes con puntualidad
y eficacia, así como su imparcialidad e independencia en el cumplimiento de sus funciones públicas. El
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desempeño de las funciones en régimen de dedicación parcial deberá ser autorizado por la Comisión
Parlamentaria de Relaciones con el Procurador del Común.

4. Cuando desempeñe sus funciones en régimen de dedicación exclusiva no podrá ejercer, ni por sí mismo ni
mediante sustitución, ninguna otra actividad profesional, mercantil, industrial o laboral, pública o privada,
por cuenta propia o ajena retribuida mediante sueldo, arancel, honorarios, comisión o de cualquier otra
forma, que no sea la administración de su propio patrimonio. No obstante, serán compatibles las actividades
de producción y creación literaria, artística, científica, técnica o investigadora, y las publicaciones derivadas
de aquéllas, así como la colaboración y la asistencia ocasional como ponente a congresos, seminarios,
jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una
relación de empleo o de prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus
deberes.

5. El régimen de incompatibilidades del Procurador del Común cuando desempeñe sus funciones con
dedicación parcial será el que le corresponda por razón de su otro cargo o actividad, y en todo caso dentro de
los límites fijados en el apartado 1 de este artículo.

6. El Procurador del Común que desempeñe sus funciones en régimen de dedicación exclusiva percibirá las
retribuciones que se fijen anualmente en la Ley de Presupuestos de la Comunidad de Castilla y León, sin que,
en ningún caso, puedan superar las establecidas para el Presidente de la Junta de Castilla y León. En el caso de
no ejercer su actividad en régimen de exclusividad, percibirá las dietas e indemnizaciones que en su
reglamento de organización y funcionamiento se establezcan, teniendo como límite, en cómputo anual, la
tercera parte de las retribuciones fijadas en los Presupuestos de la Comunidad para el desempeño del cargo en
régimen de dedicación exclusiva.
Se modifica por el art. 3.3 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748

Artículo 9.
1. El Procurador del Común de Castilla y León cesa por alguna de las siguientes causas:

a) Por renuncia expresa, que deberá comunicar a la Mesa de las Cortes de Castilla y León.

b) Por transcurso del tiempo para el que fue elegido.

c) Por muerte o incapacidad sobrevenida.

d) Por pérdida de la condición política de castellano-leonés.

e) Por haber sido condenado, mediante Sentencia firme, por delito doloso.

f) Por negligencia notoria en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo.

g) Por inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos declarada por Sentencia firme.

h) Por incompatibilidad sobrevenida apreciada por las Cortes de Castilla y León en los términos previstos
por el artículo 8.

2. El cese se declarará por el Presidente de las Cortes, que seguidamente dará cuenta de ello al Pleno. En caso
de negligencia notoria o incapacidad o incompatibilidad sobrevenidas, las Cortes decidirán por mayoría de
tres quintos en sesión convocada al efecto, a la que el Procurador del Común podrá asistir y hacer uso de la
palabra antes de la votación. La iniciativa para este debate corresponderá al Presidente de las Cortes, a dos
Grupos Parlamentarios o a una quinta parte de los Procuradores.

3. Una vez producido el cese, en el plazo de un mes, se iniciará el procedimiento para la elección del nuevo
Procurador del Común de Castilla y León, que se realizará de acuerdo con el artículo 6.º En el supuesto
segundo del apartado 1 de este artículo, el Procurador del Común de Castilla y León continuará en el Ejercicio
de sus funciones hasta que sea nombrado su sucesor.
Se añade la letra h) al apartado 1 y se modifica el 2 por el art. 3.4 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748
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TÍTULO II DEL PROCEDIMIENTO Y DE LA ACTUACIÓN EN LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS DERECHOS INDIVI

Artículo 10.
1. El Procurador del Común de Castilla y León podrá actuar en la protección y defensa de los derechos
individuales y colectivos de los ciudadanos, de oficio o a instancia de parte.

2. Podrán dirigirse al Procurador del Común de Castilla y León para solicitarle que actúe en relación con la
queja que se formule:

a) Las personas físicas o jurídicas que manifiesten un interés legítimo relativo al objeto de la queja. No será
impedimento la nacionalidad, la residencia, la minoría de edad, la incapacidad legal del sujeto, el
internamiento en un centro penitenciario o de reclusión, ni en general cualquier relación de sujeción o
dependencia especiales de una Administración o de un poder público.

b) Los Procuradores en las Cortes de Castilla y León, y también los Diputados y Senadores a las Cortes
Generales elegidos por las circunscripciones electorales de Castilla y León.

c) Las Comisiones de las Cortes de Castilla y León, y especialmente las de investigación y la prevista en el
apartado 2 del artículo 2.º d) Los miembros de las Corporaciones Locales podrán solicitar la intervención
del Procurador del Común en su ámbito territorial.

3. La correspondencia y las demás comunicaciones que las personas físicas privadas de libertad por el hecho
de hallarse en centros de detención, de internamiento o de custodia, mantengan con el Procurador del Común
gozan de las garantías que establece la Legislación vigente.

Artículo 11.
1. Las quejas o peticiones se presentarán en escrito firmado por el interesado y con sus datos de identificación
y domicilio, en el que se harán constar de forma razonada y con la debida claridad los hechos en que se basan,
acompañando los documentos que puedan servir para la comprensión del caso.

2. Todas las actuaciones del Procurador del Común serán gratuitas para la persona interesada y no será
necesaria la asistencia de Abogado ni de Procurador.

3. No podrán presentarse quejas cuando hubiere transcurrido el plazo de un año desde que el afectado tuvo
conocimiento de la conducta o de los hechos susceptibles de motivar una queja. El inicio de las actuaciones,
cuando se producen de oficio, no estará sometido a plazo preclusivo alguno.

Artículo 12.
1. El Procurador del Común de Castilla y León deberá registrar y acusar recibo de todas las quejas que se le
presenten, pudiendo tramitarlas o rechazarlas; en este último caso deberá notificárselo al interesado
mediante escrito motivado en el que podrá informarle sobre las vías más oportunas para hacer valer su
derecho.

2. El Procurador del Común de Castilla y León no investigará las quejas cuyo objeto se encuentre pendiente de
una resolución judicial, y podrá suspender su actuación si se interpusiera o formularse por persona
interesada demanda, denuncia o recurso ante los Tribunales. Ello no impedirá, no obstante, la investigación
sobre la problemática general que, en su caso, se derive de la queja presentada. En cualquier caso velará
porque las Administraciones resuelvan expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le
hayan sido formulados.

3. El Procurador del Común de Castilla y León rechazará las quejas anónimas, y podrá hacerlo en las que
advierta mala fe, falta de fundamento o inexistencia de pretensión y en las que su tramitación pueda irrogar
perjuicio al legítimo derecho de terceras personas.

4. Las decisiones y resoluciones del Procurador del Común de Castilla y León referentes a las quejas no serán
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susceptibles de ningún tipo de recurso. Las quejas que se formulen tampoco interrumpirán los plazos
previstos para el ejercicio de las acciones procedentes en vía administrativa o jurisdiccional.

5. En cualquier caso se mantendrá en secreto el nombre de las personas que formulen quejas.

Artículo 13.
Una vez admitida la queja a trámite o iniciadas las actuaciones de oficio, el Procurador del Común de Castilla y
León acordará las medidas que considere oportunas para su aclaración, pudiendo ponerlo en conocimiento
del Órgano Administrativo, Entidad o Corporación afectados para que se le informe por escrito sobre la
cuestión planteada en el plazo de un mes. Tal plazo será susceptible de modificación cuando concurran
circunstancias que lo aconsejen, a juicio del Procurador del Común.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. Ref. BOE-A-2001-23930

Artículo 14.
1. Si la queja a investigar afecta a la conducta de personas al servicio de la Administración en relación con la
función que desempeñan, el Procurador del Común de Castilla y León lo comunicará al afectado y al
inmediato superior u organismo del que dependa.

2. En el plazo de quince días el afectado responderá por escrito sobre los hechos y las circunstancias objeto de
la queja o que se deduzcan del expediente y aportará los documentos y testimonios que considere adecuados.

3. El Procurador del Común de Castilla y León, a la vista de la contestación y de la documentación aportada,
puede requerir a la persona afectada para que comparezca a informar.

Artículo 15.
El superior jerárquico o la autoridad que prohíba al personal a su servicio responder a las requisitorias del
Procurador del Común de Castilla y León, deberá manifestarlo mediante escrito motivado dirigido al
funcionario y al propio Procurador del Común.

Artículo 16.
Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la Administración a las que se refiere el
artículo 1.º, 2 de esta Ley deberán facilitar al Procurador del Común de Castilla y León o a la persona en quien
delegue, las informaciones, asistencia y entrada en todas las dependencias, centros y organismos. Igualmente
deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a
cabo adecuadamente la actuación investigadora.

Artículo 17.
Las actuaciones que deben llevarse a cabo en el curso de una investigación se realizarán con absoluta reserva,
sin perjuicio de incluir su contenido en los informes a las Cortes, si el Procurador del Común de Castilla y
León lo considera conveniente.

Artículo 18.
1. El Procurador del Común de Castilla y León podrá hacer público el nombre de las Autoridades, de los
funcionarios o de los organismos públicos que obstaculicen sus funciones. Igualmente podrá destacar este
hecho en el informe anual a las Cortes de Castilla y León.

2. Los que impidan la actuación del Procurador del Común Castilla y León de cualquier forma podrán incurrir
en responsabilidad penal. Para la aclaración de los hechos, el Procurador del Común de Castilla y León dará
traslado de los antecedentes al Ministerio Fiscal.

3. Si el Procurador del Común de Castilla y León descubriera irregularidades en el funcionamiento de la
Administración, lo pondrá en conocimiento del órgano competente o lo hará saber al Ministerio Fiscal.
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Artículo 19.
En el ejercicio de sus funciones, el Procurador del Común de Castilla y León podrá formular a los organismos,
autoridades y personal al servicio de las Administraciones afectadas cuantas advertencias, recomendaciones,
sugerencias y recordatorios relativos a sus deberes legales considere oportuno. En ningún caso podrá
modificar o anular actos o resoluciones administrativas. En todos los casos, los afectados por las resoluciones
del Procurador del Común vendrán obligados a responder por escrito en el plazo de dos meses. Tal plazo será
susceptible de modificación cuando concurran circunstancias que lo aconsejen, a juicio del Procurador del
Común.

Se añade el segundo párrafo por el art. único.3 de la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. Ref. BOE-A-2001-23930

Artículo 20.
1. El Procurador del Común de Castilla y León puede proponer a los organismos y autoridades afectados, en el
marco de la legislación vigente, fórmulas de conciliación o de acuerdo que faciliten una resolución positiva y
rápida de las quejas.

2. Si en la investigación de una queja o de un expediente estima que la aplicación de las disposiciones
normativas conduce a un resultado injusto o perjudicial, podrá recomendar o sugerir a la institución, al
departamento o a la entidad competentes las medidas o los criterios que considera adecuados para remediarlo
o las modificaciones que le parezca oportuno introducir en los textos normativos.

Artículo 21.
1. El Procurador del Común de Castilla y León deberá informar del resultado de las investigaciones, incluso en
el caso de archivo de sus actuaciones, al autor de la queja, al servicio de la Administración Pública afectada o
que de ella dependa y a la autoridad del organismo o de la entidad en relación con la que se hubiera formulado
la queja o iniciado el expediente de oficio.

2. Cuando el inicio del expediente sea debido a una petición parlamentaria, el Procurador del Común de
Castilla y León informará del resultado de la actuación al Procurador o a la Comisión correspondiente.

Artículo 22.
Cuando el Procurador del Común de Castilla y León considere que una resolución de los Tribunales infringe el
Estatuto de Autonomía en cuanto supone el desconocimiento de un derecho fundamental, lo pondrá en
conocimiento del Defensor del Pueblo a efectos de la interposición, si procede, del correspondiente recurso
de amparo.

Artículo 23.
1. La actividad del Procurador del Común de Castilla y León no se interrumpirá en los casos en que las Cortes
no estén reunidas o hubiere expirado su mandato. En estos casos el Procurador del Común de Castilla y León
se relacionará con las mismas a través de la Diputación Permanente.

2. En los supuestos de declaración de estados de excepción o sitio se estará a lo dispuesto en la legislación
vigente.

TÍTULO IV DE LAS RELACIONES CON LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN

Artículo 31.
1. El Procurador del Común de Castilla y León presentará a las Cortes anualmente un informe de sus
actuaciones, en el que deberá hacer constar necesariamente:

a) El número y clase de las quejas recibidas y de los expedientes iniciados de oficio.

b) Las quejas rechazadas, las que están en tramitación y las ya investigadas con el resultado obtenido, así
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como las causas que dieron lugar a ellas.

c) Un Anexo destinado a las Cortes de Castilla y León en el que se hará constar la liquidación del
Presupuesto en el período que corresponda.

2. Puede presentar informes extraordinarios cuando lo requieran la urgencia o la importancia de los hechos
que motivan su intervención.

3. Los Informes anuales, y, en su caso, los extraordinarios, serán publicados en el «Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León».

Artículo 32.
El Procurador del Común de Castilla y León expondrá oralmente un resumen de su informe en una sesión
especifica del Pleno de las Cortes de Castilla y León, al final de la cual los Grupos Parlamentarios podrán
intervenir para fijar su posición.

TÍTULO V MEDIOS PERSONALES Y ECONÓMICOS

Artículo 33.
1. El Procurador del Común podrá estar auxiliado por un Adjunto, en el que podrá delegar sus funciones y que
le sustituirá en el ejercicio de las mismas, en los supuestos de imposibilidad temporal y en los de cese.

2. El Procurador del Común nombrará, previa conformidad de la Comisión correspondiente de las Cortes de
Castilla y León al Adjunto y podrá cesarle libremente.

3. El nombramiento y cese del Adjunto serán publicados en el "Boletín Oficial de Castilla y León".

4. El Adjunto podrá optar entre desempeñar sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial,
debiendo garantizar en todo caso la plena disponibilidad para cumplir sus deberes con puntualidad y eficacia,
así como su imparcialidad e independencia en el cumplimiento de sus funciones públicas. La dedicación a
tiempo parcial deberá ser aceptada por el Procurador del Común.

5. Las retribuciones del Adjunto en régimen de dedicación exclusiva serán las que se fijen anualmente en la
Ley de Presupuestos de la Comunidad de Castilla y León, sin que en ningún caso puedan superar las
establecidas para los Consejeros de la Junta de Castilla y León. En el caso de no ejercer su actividad en
régimen de exclusividad podrán percibir dietas e indemnizaciones, teniendo como límite, en cómputo anual,
la tercera parte de las retribuciones fijadas en los Presupuestos de la Comunidad para el desempeño del cargo
de Adjunto.

6. Al Adjunto le será de aplicación lo dispuesto para el Procurador del Común en los artículos 1.º, 4.º, 5.º, 8.º y
9.º de la presente Ley en lo que proceda.
Se modifica por el art. 3.6 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748

Artículo 34.
1. El Procurador del Común de Castilla y León dispondrá de los medios materiales y personales necesarios de
acuerdo con las previsiones contenidas al efecto en el Presupuesto de las Cortes de Castilla y León.

2. Anualmente, el Procurador del Común elaborará un anteproyecto de Presupuesto, que será remitido a la
Mesa de las Cortes de Castilla y León para su aprobación, si procede, e incorporación a la sección de las Cortes
de Castilla y León de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma.

3. El Procurador del Común formulará una propuesta de plantilla de personal para su aprobación, si procede,
por la Mesa de las Cortes de Castilla y León.

4. El personal al servicio del Procurador del Común tendrá el carácter de personal funcionario o personal
eventual.

5. El personal funcionario del Procurador del Común estará integrado en la plantilla orgánica de las Cortes de
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Castilla y León adscrito funcionalmente a su servicio.

6. Al personal eventual del Procurador del Común le será aplicable el régimen jurídico del personal eventual
al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. Sus conceptos y cuantías retributivas
serán las que se establezcan anualmente para el personal eventual al servicio de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León.
Se modifica por el art. 3.7 de la Ley 4/2013, de 19 de junio. Ref. BOE-A-2013-7748

LGob-CYL
Ley 3 2001 Gobierno y Administracion de Castilla y Leon
En este tema: arts. 4 a 22 · 19 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2001-14243

TÍTULO I EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I ELECCIÓN Y CARÁCTER

Artículo 4. El Presidente.
El Presidente de la Junta de Castilla y León ostenta la suprema representación de la Comunidad Autónoma y la
ordinaria del Estado en ésta. Asimismo preside la Junta de Castilla y León dirigiendo sus acciones y
coordinando las funciones de sus miembros.

Artículo 5. Elección del Presidente.
El Presidente de la Junta de Castilla y León será elegido en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y
nombrado por el Rey.

CAPÍTULO II ATRIBUCIONES

Artículo 6. Atribuciones básicas.
Corresponde al Presidente de la Junta:

1. Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y León de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de
Autonomía.

2. Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y León en los términos legalmente previstos.

3. Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes aprobadas por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar su
publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León», y la remisión para su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».

4. Mantener las debidas relaciones con las demás Administraciones e Instituciones públicas.

5. Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma en
los casos en que proceda.

6. Plantear ante las Cortes de Castilla y León, previa deliberación de la Junta de Castilla y León, la cuestión de
confianza.

Artículo 7. Otras atribuciones.
Corresponde asimismo al Presidente de la Junta de Castilla y León:

1. Dirigir y coordinar la acción de gobierno.

2. Nombrar y separar libremente a los demás miembros de la Junta, comunicándolo seguidamente a las
Cortes de Castilla y León.

3. Convocar, presidir, fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Gobierno y dirigir los debates y las
deliberaciones, así como suspender y levantar las sesiones.
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4. Encomendar a otro miembro de la Junta el despacho de los asuntos de una Consejería en caso de vacante,
ausencia o enfermedad de su titular.

5. Designar y cesar libremente al personal eventual de su Gabinete y de los demás órganos que, en su caso, la
Junta adscriba directamente a la Presidencia, dentro de los créditos consignados al efecto en los Presupuestos
de la Comunidad.

6. Firmar los Decretos y Acuerdos de la Junta y ordenar, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial de
Castilla y León».

7. Velar por el cumplimiento de las decisiones de la Junta, ordenando su ejecución.

8. Recabar de los Consejeros la información oportuna acerca de su gestión, así como de las tareas
encomendadas a las respectivas Consejerías.

9. Asegurar la coordinación entre las distintas Consejerías y resolver los conflictos de atribuciones entre las
mismas.

10. Nombrar los representantes de la Comunidad Autónoma, en Comisiones, Organismos, Instituciones y
entidades.

11. Solicitar dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León o del Consejo de Estado en los supuestos en
que proceda.

12. Crear, modificar o suprimir Consejerías, así como determinar su ámbito material de actividad.

13. Crear, modificar o suprimir Viceconsejerías para un sector de actividad administrativa concreto.

14. Ejercer cualquier otra atribución prevista por la Ley.

Se deroga la mención a "empresas públicas" del apartado 10 por la disposición derogatoria de la Ley 11/2006, de 26 de octubre. Ref. BOE-
A-2006-21908.

Artículo 8. Gabinete del Presidente.
Para la realización de las anteriores atribuciones, el Presidente de la Junta podrá contar con un Gabinete como
órgano de asesoramiento y apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y cesado libremente por el mismo.

Artículo 9. Delegación de atribuciones del Presidente.
Las atribuciones del Presidente podrán ser delegadas en los términos establecidos en el Estatuto de
Autonomía y en la presente Ley.

CAPÍTULO III ESTATUTO PERSONAL

Artículo 10. Protocolo y retribuciones.
1. El Presidente de la Junta de Castilla y León recibirá el tratamiento de Excelencia y se le rendirán los honores
que correspondan a su cargo. Asimismo presidirá los actos celebrados en Castilla y León a los que concurra,
salvo que la Presidencia corresponda por Ley a otra autoridad o a representación superior del Estado presente
en el acto.

2. En los Presupuestos de la Comunidad se fijarán la retribución y los gastos de representación del Presidente
de la Junta.

Artículo 11. Incompatibilidades.
El cargo de Presidente de la Junta es incompatible con el ejercicio de toda actividad profesional o mercantil y
con cualquier otra función pública que no derive de su condición de Procurador en Cortes o de su cargo, a
excepción de la de Senador.
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CAPÍTULO IV CESE Y SUPLENCIA

Artículo 12. Cese.
1. El Presidente de la Junta cesa por las siguientes causas:

a) Por la celebración de Elecciones a Cortes de Castilla y León.

b) Por la aprobación de una moción de censura en los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía.

c) Por la pérdida de la cuestión de confianza.

d) Por dimisión.

e) Por fallecimiento.

f) Por la pérdida de la condición de Procurador en las Cortes de Castilla y León.

g) Por sentencia firme que le inhabilite para el desempeño del cargo.

2. En los supuestos a), b), c) y d) del número anterior, el Presidente cesante continuará en funciones hasta la
toma de posesión del nuevo Presidente. En los supuestos previstos en los apartados e) y g) el Presidente será
sustituido por uno de los Vicepresidentes, si los hubiere, según su orden y, en otro caso, por el Consejero más
antiguo, y, en caso de igualdad, por el de mayor edad, hasta la toma de posesión del nuevo Presidente de
acuerdo con lo previsto por el Estatuto de Autonomía. Cuando en el supuesto previsto en el apartado d) del
número anterior el Presidente en funciones accediera a un cargo público incompatible con el desempeño de
la Presidencia, será sustituido en la forma prevista en el párrafo anterior.

Artículo 13. Suplencia.
En los casos de ausencia, vacante o enfermedad, el Presidente será sustituido en sus funciones siguiendo el
orden establecido en el último párrafo del artículo anterior, salvo que el Presidente designe expresamente a
otro miembro de la Junta.

Artículo 14. Régimen de los ex Presidentes.
El tratamiento y las atenciones honoríficas de los presidentes de la Junta de Castilla y León que hayan cesado
por alguna de las causas establecidas en las letras a), b), c) y d) del artículo 12, se determinarán
reglamentariamente.

TÍTULO II LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES

Artículo 15. Composición.
La Junta de Castilla y León se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de
un máximo de diez Consejeros.

Se modifica por el art. 1 de la Ley 5/2011, de 19 de septiembre. Ref. BOE-A-2011-15817.

Artículo 16. Atribuciones.
Son atribuciones de la Junta de Castilla y León:

a) Aprobar y remitir los Proyectos de Ley a las Cortes de Castilla y León, así como acordar su retirada en los
términos que establezca el Reglamento de la Cámara.

b) Dictar Decretos Legislativos en los términos previstos en el artículo 16.3 del Estatuto de Autonomía.

c) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma y remitirlo a las Cortes de Castilla y
León.

d) Ejecutar y desarrollar sus propios Presupuestos.

e) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y ejecución de las leyes emanadas de las Cortes de Castilla y
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León así como para el desarrollo de la legislación básica del Estado, cuando proceda, y ejercer, en general, la
potestad reglamentaria en todos los casos en que no esté atribuida al Presidente o a los Consejeros.

f) Deliberar sobre la cuestión de confianza con carácter previo a su planteamiento por el Presidente.

g) Acordar la interposición de recursos de inconstitucionalidad, el planteamiento de conflictos de
competencia con el Estado u otras Comunidades Autónomas y la personación ante el Tribunal Constitucional,
por acuerdo de las Cortes de Castilla y León o por propia iniciativa.

h) Autorizar la celebración de convenios y acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas en los
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía, así como de cualquier otro en que sea preciso.

i) Adoptar medidas de ejecución de Tratados y Convenios Internacionales y del derecho comunitario europeo
cuando así proceda, sobre cuestiones de la competencia de la Comunidad de Castilla y León, en los términos
previstos por el Ordenamiento Jurídico.

j) Aprobar planes y programas cuando los mismos afecten a varias consejerías, así como directrices
vinculantes para todos los órganos de la Administración de la Comunidad. A su vez podrá aprobar directrices
para las fundaciones y empresas públicas, las cuales pasarán a tener carácter vinculante siempre que sean
refrendadas por los órganos societarios o de la fundación competentes.

k) Aprobar la estructura orgánica de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

l) Nombrar y cesar los cargos con categoría igual, superior o asimilable a la de Director General, a propuesta
del Consejero correspondiente, así como la de aquellos otros que legalmente se establezca.

m) Resolver los recursos en vía administrativa en los casos previstos por las Leyes.

n) Autorizar, en su caso, el ejercicio de acciones judiciales, su desistimiento y el allanamiento procesal.

o) Autorizar la celebración de contratos en los supuestos previstos legalmente, así como determinar el órgano
de contratación cuando los mismos afecten a varias Consejerías.

p) Autorizar la enajenación de bienes o derechos cuando así esté legalmente establecido.

q) Declarar la urgencia en materia de expropiación forzosa.

r) Cualquier otra atribución prevista por la Ley o que por su importancia requiera el conocimiento o
deliberación de los miembros de la Junta, así como las no atribuidas expresamente a otro órgano.

Se modifica la letra j) por el art. 14.1 de la Ley 4/2024, de 9 de mayo. Ref. BOE-A-2024-14546

CAPÍTULO II FUNCIONAMIENTO

Artículo 17. Régimen de actuación.
Para el ejercicio de las atribuciones de la Junta, sus miembros se reúnen en Consejo de Gobierno y en
Comisiones Delegadas.

Artículo 18. El Consejo de Gobierno.
1. El Consejo de Gobierno se reúne convocado por su Presidente. La convocatoria deberá ir acompañada del
orden del día de la reunión.

2. Para su constitución y para la válida adopción de acuerdos es necesaria la presencia del Presidente o de
quien legalmente le sustituya y de, al menos, la mitad de los Consejeros.

3. Las deliberaciones del Consejo de Gobierno serán secretas.

4. Los acuerdos, una vez adoptados, constituyen la expresión unitaria de la voluntad de sus miembros.
Constarán en acta que levantará un Consejero nombrado Secretario de la Junta por su Presidente. En caso de
ausencia, el Secretario será sustituido por el Consejero más joven.

5. Podrán asistir a las reuniones los funcionarios de la Administración autonómica o expertos cuya asistencia
autorice el Presidente de la Junta. Su presencia se limitará al tiempo en que hayan de informar, estando
obligados a guardar secreto sobre la parte de la sesión a la que hayan tenido acceso.
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6. El Presidente podrá nombrar un Portavoz de la Junta que, en el supuesto de no ser miembro de ésta, podrá
asistir a sus reuniones quedando obligado a mantener el secreto propio de las deliberaciones de este órgano.

Artículo 19. Comisiones Delegadas.
1. El Consejo de Gobierno podrá acordar la constitución de Comisiones Delegadas de carácter permanente o
temporal para la preparación de asuntos que afecten a dos o más Consejerías, la elaboración de directrices,
programas o actuaciones de interés común y, en general, el estudio de cuantas cuestiones estime conveniente.
Su funcionamiento se regirá por los mismos criterios que los del Consejo de Gobierno.

2. El Decreto de creación de las Comisiones Delegadas deberá contener, al menos, los miembros de la Junta, y
en su caso, el resto de componentes que las integren, la presidencia y las funciones que se les asignen.

Artículo 20. Comisión de Secretarios Generales.
El Consejo de Gobierno estará asistido por una Comisión formada por los Secretarios Generales de las
distintas Consejerías para la realización de las tareas preparatorias de sus reuniones. La Presidencia de dicha
Comisión, así como sus normas de funcionamiento se establecerán por Decreto de la Junta de Castilla y León.

CAPÍTULO III RESPONSABILIDAD POLÍTICA Y CESE

Artículo 21. Control de la acción política.
1. El Presidente y la Junta responden solidariamente ante las Cortes de Castilla y León, sin perjuicio de la
responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

2. El control de la acción política y de gobierno de la Junta y de su Presidente se ejerce por las Cortes de
acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía y en la forma prevista en el Reglamento de las Cortes de
Castilla y León.

Artículo 22. Cese.
1. La Junta de Castilla y León cesará cuando lo haga su Presidente.

2. No obstante, continuará en funciones hasta la toma de posesión de la nueva Junta, limitándose su gestión al
despacho ordinario de los asuntos públicos, abs teniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia o razones de
interés general, cualesquiera otras medidas. En ningún caso podrá aprobar el Proyecto de Ley de
Presupuestos ni presentar Proyectos de Ley a las Cortes de Castilla y León.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2 · A) materias comunes

1 Según dispone nuestro Estatuto de Autonomía, tienen la condición política de ciudadanos de Castilla y 
León:

A) Todos los ciudadanos españoles y extranjeros que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan residencia en 
cualquiera de las provincias integradas en el territorio de la Comunidad.

B) Todos los ciudadanos que estén empadronados en cualquiera de las provincias que integran el territorio de la 
comunidad.

C) Todos los españoles que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de 
los municipios integrados en el territorio de la comunidad.

D) Todos los españoles que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de 
los municipios integrados en el territorio de la comunidad, así como los españoles oriundos o procedentes de 
Castilla y León que residan en otras comunidades autónomas de España.

Universidad de Valladolid, 2018
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2 ¿Cuál de los que a continuación se enumeran es un derecho de los ciudadanos en sus relaciones con la 
administración autonómica, según el artículo 12 de la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de 
reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León?

A) A un tratamiento parcial y objetivo, de los asuntos que les conciernan y a la resolución de los mismos en un 
plazo razonable.

B) Al acceso a los archivos y registros administrativos, sin ningún tipo de excepción.

C) A recibir información suficiente sobre los servicios y prestaciones a los que pueden acceder y sobre las 
condiciones del acceso a los mismos.

D) Todos los enumerados anteriormente son derechos.
Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2007

3 Los símbolos de identidad exclusiva de la comunidad de Castilla y León establecidos en el artículo 6 de su 
estatuto, son:

A) Blasón, bandera y pendón de Castilla y León.

B) Blasón, bandera e himno de Castilla y León.

C) Bandera, blasón, pendón e himno de Castilla y León.

D) Bandera, blasón y canción de Castilla y León.
Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2023

4 Son atribuciones de la Junta de Castilla y León:

A) Establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución, el Estatuto y las correspondientes Leyes del Estado.

B) Ejercer el gobierno y la administración de la Comunidad en el ámbito de las competencias que ésta tenga 
atribuidas.

C) Solicitar del gobierno la adopción de un proyecto de Ley.

D) Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y León.
Universidad de Valladolid, 2018

5 De acuerdo al artículo 19 de la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y León, ¿qué institución no es una institución básica de la Comunidad de Castilla y 
León:

A) Las Cortes de Castilla y León.

B) El presidente de la Junta de Castilla y León.

C) El Consejo Económico y Social.

D) La Junta de Castilla y León.
Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2007
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Soluciones — Tema 2 · A) materias comunes Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 7 EA-CYL pág. 21 La condición política de ciudadano se vincula a la vecindad administrativa en un
municipio del territorio autonómico, conforme a las leyes generales del Estado. Es un estatus reservado a los
españoles, no extendido a extranjeros residentes ni al simple empadronamiento aislado. Quienes residen fuera
de la Comunidad pero proceden de ella tienen reconocidos otros derechos de participación, pero no esa
condición política propiamente dicha. Conviene distinguir vecindad administrativa de mera residencia o
empadronamiento, conceptos que aquí no equivalen.

2 C Art. 12 EA-CYL pág. 23 El derecho reconocido es recibir información suficiente sobre los servicios y
prestaciones disponibles y sobre cómo acceder a ellos. Las otras formulaciones introducen alteraciones que las
invalidan: el tratamiento debe ser imparcial, no parcial, y el acceso a archivos y registros nunca es absoluto,
pues admite límites legalmente previstos. Conviene precisar que el cambio de una sola palabra clave, como
sustituir imparcial por parcial o añadir un supuesto absoluto, convierte la afirmación en incorrecta.

3 C Art. 6 EA-CYL pág. 21 La comunidad reconoce cuatro elementos como señas propias de identidad: la
bandera, el escudo o blasón, el pendón y el himno. Quien deje fuera cualquiera de los cuatro está incompleto,
por eso solo la enumeración que reúne los cuatro responde a lo previsto en el estatuto. Debe distinguirse el
blasón, que es el escudo heráldico, del pendón, estandarte histórico castellano; ambos coexisten junto a la
bandera y la música oficial.

4 B Art. 24 EA-CYL pág. 28 El órgano ejecutivo autonómico tiene como función propia dirigir el gobierno y la
administración de la Comunidad dentro de las competencias que esta tiene reconocidas. Establecer tributos
corresponde a la Comunidad mediante sus Cortes; pedir al Estado que adopte un proyecto de ley es una
facultad de las Cortes autonómicas; y convocar elecciones al parlamento regional corresponde a su Presidente.
Conviene distinguir, por tanto, la actividad ejecutiva colegiada de las potestades normativas y representativas
atribuidas a las Cortes y a la Presidencia.

5 C Art. 19 EA-CYL pág. 27 Las instituciones básicas de la Comunidad son las Cortes, que ejercen el poder
legislativo, el Presidente de la Junta, que dirige y representa a la Comunidad, y la Junta como órgano de
gobierno y administración. El Consejo Económico y Social, en cambio, es un órgano consultivo de participación
de los agentes sociales y económicos, pero no figura entre esas instituciones fundamentales. Conviene
distinguir entre la estructura institucional esencial y los órganos de carácter asesor o de participación.

Practica este tema en haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2 · A) materias comunes, corregido al momento y con el 
artículo de la ley delante de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-ayto-penaranda-bracamonte
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A) MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
La organización territorial del Estado. Los Estatutos de Autonomía. El 
sistema de la distribución de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. El marco competencial de las Entidades Locales.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 137 a 141 y 143 a 158 · 21 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
arts. 2, 7, 25 a 28 y 36 a 38 · 9 artículos

LRL-CYL · Ley 1 1998 de Regimen Local de Castilla y Leon
arts. 20 a 23 y 86 a 94 · 13 artículos

43 artículos · empieza en la pág. 64

Lo más preguntado de este tema

Art. 26 LBRL 90
Art. 137 CE 83
Art. 140 CE 73
Art. 149 CE 48
Art. 25 LBRL 47

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 559 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 137 a 141 y 143 a 158 · 21 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.
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Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
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jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.

21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
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ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
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Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.
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3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
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Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con
fuerza de ley.

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.
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b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: arts. 2, 7, 25 a 28 y 36 a 38 · 9 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1985-5392

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según
la distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización,
proximidad, eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.

2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Se declara que no es inconstitucional el 
apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624.

Artículo 7.
1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.

2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales territoriales
solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad,
atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás
Administraciones Públicas.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
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las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias. Las competencias delegadas se ejercen en los términos
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas
establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.

4. Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal,
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y
no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración
Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente
por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga
atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En todo caso, el
ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Estado y de las
Comunidades Autónomas.
Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

TÍTULO II EL MUNICIPIO

CAPÍTULO III COMPETENCIAS

Artículo 25.
1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover
actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la
comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo.

2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado
y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del
Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de
sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.

b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos
urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas.

c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.

d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.

e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en
situación o riesgo de exclusión social.

f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.

g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.

h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.

i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.

j) Protección de la salubridad pública.

k) Cementerios y actividades funerarias.

l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.

m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales.

n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las
Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la
construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de
titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación
especial. ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y
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sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la violencia de
género.

p) Promoción y participación en comunidades ciudadanas de energía y comunidades de energías
renovables que permitan contribuir a la obtención de beneficios medioambientales, económicos o sociales
en los municipios donde operan, así como el impulso de actuaciones de transición energética tales como la
eficiencia energética, la electrificación y el fomento del autoconsumo.

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por Ley
debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de
descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera.

4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica que refleje el
impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el cumplimiento de los
principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley debe prever
la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las Entidades Locales sin que
ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones Públicas. Los proyectos de leyes
estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en el que se
acrediten los criterios antes señalados.

5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una
atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública.

6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de acuerdo con el principio de
diferenciación, deberá realizarse una ponderación específica de la capacidad de gestión de la entidad local,
dejando constancia de tal ponderación en la motivación del instrumento jurídico que realice la atribución
competencial, ya sea en su parte expositiva o en la memoria justificativa correspondiente.
Se añade la letra p) al apartado 2 por la disposición final 2 del Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2026-6544
Se añade el apartado 6 por el art. 128.4 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758
Se añade la letra o) al apartado 2 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135
Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Se declara que no es inconstitucional el apartado 3, 
por conexión a lo declarado para el art. 2.2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de 
diciembre. Ref. BOE-T-1990-624.

Artículo 26.
1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes:

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria,
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y
pavimentación de las vías públicas.

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública
y tratamiento de residuos.

c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, evaluación e
información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de
exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público.

d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de
viajeros y medio ambiente urbano.

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o entidad
equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios:

a) Recogida y tratamiento de residuos.

b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
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c) Limpieza viaria.

d) Acceso a los núcleos de población.

e) Pavimentación de vías urbanas.

f) Alumbrado público. Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la
conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma
de prestación, consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de
gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes
efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada que deberá
contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela
financiera.
Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839.

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo
menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente,
el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera
acreditado. Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá
a los municipios el coste efectivo del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados
por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la
tasa para la financiación de los servicios.

3. La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes a los Municipios, prevista en el artículo 36, se
dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos.

Se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados del apartado 2, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839.
Se modifica por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Se modifica el apartado 1.c) por el art. 24 del Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13002
Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Artículo 27.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
los Municipios el ejercicio de sus competencias. La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión
pública, contribuir a eliminar duplicidades administrativas y ser acorde con la legislación de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera. La delegación deberá determinar el alcance, contenido,
condiciones y duración de ésta, que no podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que se
reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y económicos, que ésta asigne sin
que pueda suponer un mayor gasto de las Administraciones Públicas. La delegación deberá acompañarse de
una memoria económica donde se justifiquen los principios a que se refiere el párrafo segundo de este
apartado y se valore el impacto en el gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en ningún caso,
pueda conllevar un mayor gasto de las mismas.

2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más municipios de la misma provincia
una o varias competencias comunes, dicha delegación deberá realizarse siguiendo criterios homogéneos. La
Administración delegante podrá solicitar la asistencia de las Diputaciones provinciales o entidades
equivalentes para la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas en este apartado.

3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el
servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administrativa, generando
un ahorro neto de recursos, la Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán
delegar, siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las siguientes competencias:
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a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental.

b) Protección del medio natural.

c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la
violencia contra la mujer.

d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la Comunidad
Autónoma.

e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública de
primer ciclo de educación infantil.

f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes.

g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, con estricta
sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española.

h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado,
incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo.

i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales.

j) Promoción y gestión turística.

k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos.

l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado.

m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la Comunidad
Autónoma o de la Administración del Estado.

n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa.

o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad
Nacional de Educación a Distancia.

4. La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, dictar
instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión
municipal, así como enviar comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de
las deficiencias observadas. En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones
solicitadas, o inobservancia de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la
delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del
Municipio podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante.

5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado.

6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente financiación, para lo cual será
necesaria la existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente en los presupuestos de la
Administración delegante para cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación. El incumplimiento
de las obligaciones financieras por parte de la Administración autonómica delegante facultará a la Entidad
Local delegada para compensarlas automáticamente con otras obligaciones financieras que ésta tenga con
aquélla.

7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación o renuncia de la delegación.
Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la
Administración delegante o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la
imposibilidad de su desempeño por la Administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del
ejercicio de sus competencias propias. El acuerdo de renuncia se adoptará por el Pleno de la respectiva
Entidad Local.

8. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado o de las Comunidades
Autónomas.
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Se modifica por el art. 1.10 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

Artículo 28.
Podrán establecerse, en municipios determinados de menos de 20.000 habitantes, sistemas de gestión
colaborativa dirigidos a garantizar los recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y, en particular, para una prestación de calidad, financieramente sostenible, de los servicios
públicos mínimos obligatorios, mediante medidas de racionalización organizativa y de funcionamiento; de
garantía de la prestación de dichos servicios mediante fórmulas de gestión comunes o asociativas; de
sostenimiento del personal en común con otro u otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo
económico y social de los municipios. La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa
requerirá decisión en tal sentido de la Comunidad Autónoma respectiva, adoptada conforme a su legislación
de régimen local propia, y en todo caso, con la conformidad previa del municipio afectado y el informe de las
entidades locales afectadas.
Se dota de contenido por el art. 128.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758
Se suprime por el art. 1.11 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

TÍTULO III LA PROVINCIA

CAPÍTULO II COMPETENCIAS

Artículo 36.
1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le atribuyan en este concepto las
leyes del Estado y de las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo
caso, las siguientes:

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y
adecuada a que se refiere el apartado a) del número 2 del artículo 31.

b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000
habitantes la prestación de los servicios de secretaría e intervención.

c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el
fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su
respectivo ámbito territorial. En particular, asumirá la prestación de los servicios de tratamiento de
residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los
de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación.

d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio
provincial, de acuerdo con las competencias de las demás Administraciones Públicas en este ámbito.

e) El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el artículo 116 bis.

f) Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en periodo voluntario
y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000
habitantes.

g) La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación centralizada en los
municipios con población inferior a 20.000 habitantes.

h) El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su provincia.
Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de los
servicios que permita reducir estos costes.

i) La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma respectiva, de la prestación del
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servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios con población
inferior a 5000 habitantes.

2. A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, la Diputación o entidad
equivalente:

a) Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia
municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El plan, que deberá
contener una memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los fondos,
criterios que en todo caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que estará el análisis de los costes
efectivos de los servicios de los municipios, podrá financiarse con medios propios de la Diputación o
entidad equivalente, las aportaciones municipales y las subvenciones que acuerden la Comunidad
Autónoma y el Estado con cargo a sus respectivos presupuestos. Sin perjuicio de las competencias
reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de las anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la
Comunidad Autónoma asegura, en su territorio, la coordinación de los diversos planes provinciales, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley. Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos
de los servicios prestados por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de prestación unificada o supramunicipal para reducir sus
costes efectivos. El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, pueden sujetar sus subvenciones a
determinados criterios y condiciones en su utilización o empleo y tendrán en cuenta el análisis de los
costes efectivos de los servicios de los municipios.

b) Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de competencia
municipal y a la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas de
asistencia y cooperación municipal. Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán
otorgar subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y el mantenimiento de
obras y servicios municipales, que se instrumentarán a través de planes especiales u otros instrumentos
específicos.

c) Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los Ayuntamientos y les presta apoyo en
la selección y formación de su personal sin perjuicio de la actividad desarrollada en estas materias por la
Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas.

d) Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos administrativos y realización de
actividades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando aquéllos se las encomienden.

Se declara que no son inconstitucionales los apartados 1.g) y 2.a), segundo párrafo, en la redacción dada por la Ley 27/2013, interpretado en 
los términos de los fundamentos jurídicos 11 y 12.c), respectivamente, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839. En el 
mismo sentido, respecto al apartado 2.a), se pronuncian: - la Sentencia del TC 180/2016, de 20 de octubre, Ref. BOE-A-2016-11127, interpretado 
en los términos del fundamento jurídico 3 d). - y, en los términos del fundamento jurídico 2, las Sentencias del TC 44/2017, de 27 de abril, Ref. 
BOE-A-2017-5901, 54/2017, de 11 de mayo, Ref. BOE-A-2017-6850, 101/2017, de 20 de julio, Ref. BOE-A-2017-9660 y 93/2017, de 6 de julio. Ref. 
BOE-A-2017-9652.
Se modifica por el art. 1.13 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 37.
1. Las Comunidades Autónomas podrán delegar competencias en las Diputaciones, así como encomendar a
éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En
este último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las instrucciones generales y particulares
de las Comunidades.

2. El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma interesada, delegar en las
Diputaciones competencias de mera ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la
prestación de los correspondientes servicios.
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3. El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas se acomodará a lo dispuesto en el artículo 27.

Artículo 38.
Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo y en los restantes de la presente Ley serán de
aplicación a aquellas otras Corporaciones de carácter representativo a las que corresponda el gobierno y la
administración autónoma de la Provincia.

LRL-CYL
Ley 1 1998 de Regimen Local de Castilla y Leon
En este tema: arts. 20 a 23 y 86 a 94 · 13 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1998-20054

TÍTULO IV COMPETENCIAS Y SERVICIOS MUNICIPALES

CAPÍTULO I DE LAS COMPETENCIAS MUNICIPALES

Artículo 20.
1. Los municipios de Castilla y León ejercerán competencias, en los términos de la legislación del Estado y de
las Leyes de la Comunidad Autónoma, en las siguientes materias:

a) Seguridad en lugares públicos.

b) Ordenación del tráfico.

c) Protección civil. Prevención y extinción de incendios.

d) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística.

e) Parques y jardines; pavimentación y conservación de vías y caminos.

f) Promoción y gestión de viviendas.

g) Patrimonio histórico artístico.

h) Medio ambiente; gestión de montes y espacios naturales i) Actividades clasificadas. j) Defensa de
usuarios y consumidores. k) Equipamientos comerciales, abastecimientos y mataderos. l) Salud pública y
sanidad. ll) Alumbrado público. m) Red de suministro y tratamiento del agua; servicios de limpieza viaria,
de recogida y de tratamiento de residuos. n) Acción social y servicios sociales; protección de la infancia,
atención a la juventud y promoción de la igualdad de la mujer; prevención de la marginación e inserción
social. ñ) Transporte público. o) Cultura. p) Deportes. q) Turismo y tiempo libre r) Colaboración con la
Administración educativa en la creación, construcción y mantenimiento de centros docentes públicos y en
la escolarización. s) Cementerios y servicios funerarios. t) Cualesquiera otras que se les atribuyan en su
ámbito territorial y de gestión.

2. Para el ejercicio de estas competencias, los municipios podrán crear y gestionar equipamientos e
infraestructuras, planificar su ubicación, programar actividades y prestar cuantos servicios públicos deseen.

3. La representación de los vecinos corresponde a los Ayuntamientos. No obstante, éstos desarrollarán la
participación ciudadana en la vida municipal y en la gestión de actividades y equipamientos.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOCL núm. 143, de 29 de julio de 1998. Ref. BOCL-h-1998-90256

CAPÍTULO II DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÍNIMOS MUNICIPALES

Artículo 21.
1. Se considera de interés general y esencial para la Comunidad Autónoma que todos los municipios
integrados en la misma, solos o asociados, presten a sus vecinos, en condiciones de calidad adecuadas, los
servicios mínimos establecidos en la legislación básica del Estado.

2. Los municipios de Castilla y León están obligados respecto a sus vecinos a realizar una prestación de estos
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servicios en condiciones de igualdad, con independencia del núcleo en el que residan.

3. La Junta de Castilla y León establecerá, previo informe del Consejo de Cooperación Local de Castilla y León
y a propuesta de la Consejería competente por razón de la materia, niveles homogéneos de prestación de los
servicios mínimos, mediante la fijación de indicadores, resultados o características técnicas de los mismos,
según proceda.

4. La prestación homogénea de los servicios mínimos constituye un objetivo a cuya consecución se dirigirán
preferentemente las funciones asistenciales y de cooperación municipal de las Diputaciones Provinciales, así
como la coordinación y ayudas de la Comunidad Autónoma.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 1.4 de la Ley 1/2021, de 22 de febrero. Ref. BOE-A-2021-4321
Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. único.1 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo. Ref. BOE-A-2011-5719

Artículo 22.
1. Los municipios podrán ser temporalmente dispensados por la Junta de Castilla y León de la obligación de
prestar determinados servicios mínimos, a solicitud de los respectivos Ayuntamientos, fundada en las
siguientes circunstancias:

a) Que, por sus características peculiares, resulte imposible o muy difícil el establecimiento o adecuada
prestación de dichos servicios por el propio municipio.

b) Que no sea posible su establecimiento o prestación en breve plazo, aun utilizando procedimientos de
asociación con otros municipios o de cooperación con otras Administraciones Públicas.

c) Que el esfuerzo fiscal no sea inferior a la media de los municipios de características análogas de la
Comunidad Autónoma.

2. En el procedimiento que se instruya al efecto se dará audiencia a la Diputación Provincial interesada.

Artículo 23.
1. La Resolución por la que se acuerde la dispensa deberá contener las medidas necesarias para que los
vecinos afectados por aquélla no queden privados de las prestaciones mínimas y expresará el período de
duración de sus efectos.

2. En la misma Resolución de dispensa la Junta de Castilla y León determinará el órgano a la Administración
que asumirá la prestación del servicio dispensado.

TÍTULO IX RELACIONES ENTRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA Y LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO II DE LA TRANSFERENCIA

Artículo 86.
1. La transferencia de la titularidad de funciones a las entidades locales deberá realizarse por Ley, que
indicará los medios personales y materiales que conlleve.

2. El traspaso de los expresados medios, salvo lo que disponga la propia Ley de transferencia, se realizará
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, adoptado a propuesta de la Consejería competente por razón
de la materia y previo informe favorable de la correspondiente Comisión Mixta negociadora del traspaso, que
estará integrada por igual número de representantes de la Administración de la Comunidad autónoma y de la
entidad local receptora.

3. El Decreto a que se refiere el apartado anterior deberá contener:

a) Referencia a las normas legales que justifican el traspaso.

b) Facultades y servicios que se transfieran, así como los que se reserva la Comunidad Autónoma.

c) Medios personales, materiales y financieros que se traspasan, con su valoración y, en su caso, el
procedimiento de revisión. Dicha valoración se realizará con referencia al 31 de diciembre del año anterior
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al que se realice la propuesta.

d) Valoración del coste efectivo del servicio, teniendo en cuenta que cuando se traspasen los servicios cuya
prestación esté gravada con tasas, o reporte ingresos de derecho privado, su importe minorará la
valoración del coste efectivo del servicio transferido. Se entiende por coste efectivo el importe total
comprensivo del gasto corriente y el de reposición, así como también las subvenciones condicionadas, si
las hubiere.

e) Referencia a la documentación administrativa relativa al servicio o función transferida.

f) Fecha de la efectividad de la transferencia.

Se modifica el apartado 2 por el art. único.3 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo. Ref. BOE-A-2011-5719

Artículo 87.
La Ley que transfiera competencias a las entidades locales deberá expresar los términos en que las mismas
han de ejercerse. Las competencias transferidas a las entidades locales pasarán a ser competencias propias de
las mismas.

Artículo 88.
1. La Entidad Local que reciba las funciones transferidas deberá presentar dentro de los dos primeros meses
de cada año a la Junta de Castilla y León, a través de la Consejería competente por razón de la materia, una
memoria de la gestión del año anterior del servicio transferido, incluyendo los niveles y calidad en la
prestación del mismo. Igualmente, tras la presentación de la memoria prevista en el párrafo anterior y en
todo caso antes del día 1 de junio de cada año, podrá presentar ante el Consejo de Cooperación Local de
Castilla y León un proyecto de revisión de la valoración de los servicios transferidos, ajustado a la memoria de
gestión ya presentada. Cuando la prestación del servicio devengase tasas o estuviera sometida a precio, la
revisión de estos ingresos se ajustará a lo previsto en la legislación que resulte aplicable.

2. Los recursos económicos necesarios para cubrir el coste efectivo del servicio transferido serán librados por
la Consejería competente en materia de Hacienda en los términos que disponga el Decreto que apruebe el
traspaso de medios y servicios.

3. El Consejo de Cooperación Local de Castilla y León tendrá el carácter de órgano de seguimiento de las
transferencias de competencias a las entidades locales. En su seno se analizarán las propuestas de revisión a
que se refiere el apartado 1 de este artículo, pudiendo proponer antes del 1 de septiembre de cada año a la
Junta de Castilla y León, a los efectos de la elaboración del Proyecto de Presupuestos de la Comunidad
Autónoma, los criterios para la revisión de dicha valoración, teniendo en cuenta los niveles y calidad a
mantener en la prestación de los servicios transferidos y ajustados a las previsiones de la política económica
general.
Se modifica por el art. único.4 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo. Ref. BOE-A-2011-5719

Artículo 89.
Los proyectos de inversión que afecten a funciones transferidas se decidirán de común acuerdo por la
Comunidad Autónoma y las entidades locales receptoras, que ejecutarán y, en su caso, financiarán, en todo o
en parte, dichos proyectos, siempre de conformidad con los objetivos de la política económica regional y de
las necesidades y prioridades sectoriales.

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOCL núm. 143, de 29 de julio de 1998. Ref. BOCL-h-1998-90256

Artículo 90.
En el supuesto de que la entidad local receptora incumpliere las obligaciones que el desarrollo de la
transferencia le impone, la Junta de Castilla y León le recordará su cumplimiento, concediendo al efecto el
plazo necesario, nunca inferior a un mes. Si transcurrido dicho plazo el incumplimiento persistiera, la Junta
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de Castilla y León, previo informe del órgano de seguimiento, propondrá a las Cortes de Castilla y León la
revocación de la transferencia, mediante Ley.

CAPÍTULO III DE LA DELEGACIÓN

Artículo 91.
1. La delegación consiste en el traspaso del ejercicio de funciones de la Comunidad Autónoma a las entidades
locales mencionadas en el artículo 84 de esta Ley, sin que éstas asuman la titularidad de las competencias
delegadas.

2. Las competencias delegadas no podrán ser, a su vez, objeto de delegación.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOCL núm. 143, de 29 de julio de 1998. Ref. BOCL-h-1998-90256

Artículo 92.
1. La delegación del ejercicio de funciones en las entidades locales será aprobada por Decreto de la Junta de
Castilla y León, adoptado a propuesta de la Consejería competente por razón de la materia y previo informe
favorable de la correspondiente Comisión Mixta negociadora de la delegación que estará integrada por igual
número de representantes de la Administración de la Comunidad Autónoma y de la entidad local receptora.

2. El Decreto a que se refiere el apartado anterior deberá contener:

a) Referencia a las normas legales que justifican la delegación.

b) Funciones cuya ejecución se delega.

c) Medios materiales, financieros y, en su caso, personales que se ponen a disposición, su valoración y el
procedimiento de revisión de la misma.

d) Valoración del coste efectivo del servicio, teniendo en cuenta que, cuando se deleguen servicios cuya
prestación esté gravada con tasas o reporte ingresos de derecho privado, su importe minorará la valoración
del coste efectivo del servicio delegado. Se entiende por coste efectivo el importe total comprensivo del
gasto corriente y el de reposición, así como también las subvenciones condicionadas, si las hubiere.

e) Referencia a la documentación administrativa relativa a la función o al servicio cuya prestación se
delega.

f) Fecha de efectividad de la delegación.

3. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por la entidad local interesada.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.5 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo. Ref. BOE-A-2011-5719

Artículo 93.
1. En el Decreto de delegación se concretará la duración y facultades de dirección y control que se reserve la
Comunidad Autónoma, y que podrán ser:

a) Dictar instrucciones técnicas de carácter general.

b) La resolución de los recursos ordinarios contra Resoluciones dictadas por las entidades locales y la
revisión de oficio de los actos de las mismas, en los términos establecidos por la legislación vigente.

c) La elaboración de programas y directrices sobre la gestión de las funciones delegadas.

d) Recabar información sobre la gestión.

e) Formular los requerimientos pertinentes al Presidente de la entidad local receptora para la subsanación
de las deficiencias observadas, comunicándolo al respectivo órgano de seguimiento.

f) Previo informe del órgano de seguimiento y en el supuesto de incumplimiento de las directrices,
denegación de las informaciones solicitadas o inobservancia de los requerimientos formulados, revocar la
delegación, así como, en su caso, ejecutar la competencia en sustitución de la entidad local. En este último
supuesto, las órdenes de la Administración de la Comunidad serán vinculantes para todos los agentes que
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gestionen el servicio de que se trate.

2. Las potestades mencionadas en el número anterior son atribución de la Junta de Castilla y León, pudiendo,
no obstante, ser desconcentradas o delegadas, salvo la prevista en el apartado f), en otros órganos centrales o
territoriales.

Artículo 94.
1. La Entidad Local receptora de la delegación deberá presentar dentro de los dos primeros meses de cada año
a la Junta de Castilla y León, a través de la Consejería competente por razón de la materia, con el estado de
ingresos y gastos, una memoria de la gestión del año anterior de los servicios delegados, incluyendo, en su
caso, los niveles de calidad de la prestación de los mismos, así como certificación de la Intervención referida a
la situación de los fondos afectados al ejercicio de las funciones delegadas. Igualmente, tras la presentación de
la memoria prevista en el párrafo anterior y en todo caso antes del día 1 de junio de cada año, podrá presentar
ante el Consejo de Cooperación Local de Castilla y León un proyecto de revisión de la valoración de las
competencias delegadas, ajustado a la memoria de gestión ya presentada. Cuando la prestación del servicio
devengase tasas o estuviere sometida a precio, la revisión de estos ingresos se ajustará a lo previsto en la
legislación que resulte aplicable.

2. Los recursos económicos necesarios para cubrir el coste efectivo de la función delegada se librarán por la
Consejería competente en materia de Hacienda, a favor de la Entidad Local receptora, en los términos que
establezca el Decreto que apruebe la delegación.

3. El Consejo de Cooperación Local de Castilla y León tendrá el carácter de órgano de seguimiento de las
delegaciones de competencias a las entidades locales. En su seno se analizarán las propuestas de revisión a
que se refiere el apartado 1 de este artículo, pudiendo proponer antes del 1 de septiembre de cada año a la
Junta de Castilla y León, a los efectos de la elaboración del Proyecto de Presupuestos de la Comunidad
Autónoma, los criterios para la revisión de dicha valoración, teniendo en cuenta los niveles y calidad a
mantener en la prestación de los servicios derivados de las mencionadas delegaciones y ajustados a las
previsiones de la política económica general.

Se modifica por el art. único.6 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo. Ref. BOE-A-2011-5719

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3 · A) materias comunes

1 El Estado se organiza territorialmente en …:

A) Municipios, Provincias, Comarcas y en las Comunidades Autónomas que se constituyan

B) Municipios, Provincias, y en las Comunidades Autónomas que se constituyan.

C) Municipios, Provincias, Comarcas, Cabildos Insulares y en las Comunidades Autónomas que se constituyan.

D) Municipios, Provincias, y en las Comunidades Autónomas y Cabildos Insulares que se constituyan.
Ayuntamiento de Aspe, 2023

2 De acuerdo con la Constitución Española de 1978, señale cuál de las siguientes competencias puede ser 
asumida por las Comunidades Autónomas:

A) Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

B) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

C) Iluminación de costas y señales marítimas.

D) Bases y coordinación general de la sanidad.
Administración General del Estado (INAP), 2022
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3 El servicio de prevención y extinción de incendios deberá prestarse en todo caso:

A) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes.

B) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes.

C) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes.

D) En todos los municipios.
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019

4 El artículo 140 de la Constitución Española, al hablar de los concejales, dispone que:

A) Los Concejales serán elegidos por el cabeza de lista del grupo municipal que obtenga la mayoría electoral.

B) Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio.

C) Los Concejales serán elegidos por votación del pleno del ayuntamiento.

D) Los concejales serán nombrados de entre los funcionarios que formen parte del consistorio.
Ayuntamiento de Barcelona, 2019

5 ¿Cómo se organiza territorialmente el Estado, según el artículo 137 de la CE?

A) En municipios, provincias, mancomunidades y Comunidades Autónomas.

B) En entidades locales y provincias.

C) En municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan.

D) En municipios, territorios insulares y Comunidades Autónomas.
Ayuntamiento de Biar, 2026
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Soluciones — Tema 3 · A) materias comunes Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 137 CE pág. 64 La estructura territorial básica del Estado se asienta en tres pilares: los municipios, las
provincias y las comunidades autónomas que vayan constituyéndose. Las comarcas y los cabildos insulares no
forman parte de esa organización fundamental, sino que aparecen como agrupaciones o entes
complementarios en otros preceptos. Por eso la enumeración correcta se limita a esos tres niveles, sin añadir
figuras adicionales que el texto constitucional no incluye en este punto.

2 B Art. 148 CE pág. 66 La ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda figuran entre las materias que las
Comunidades Autónomas pueden asumir como competencias propias. Se trata de una atribución expresamente
prevista para el ámbito autonómico. Por el contrario, el fomento y la coordinación general de la investigación
científica y técnica, la iluminación de costas y señales marítimas, y las bases y coordinación general de la
sanidad corresponden en exclusiva al Estado. Estas últimas materias garantizan la unidad y la homogeneidad de
determinados servicios y funciones en todo el territorio nacional.

3 C Art. 26 LBRL pág. 73 Los servicios municipales obligatorios crecen por tramos de población. La extinción de
incendios figura entre los exigibles a los municipios que superan los 20.000 habitantes, junto a la protección
civil, la atención a personas en riesgo de exclusión y las instalaciones deportivas públicas. Conviene precisar que
no es un servicio universal de todo municipio ni se activa ya en los pequeños de 5.000: el umbral determinante
es el de 20.000 habitantes fijado para esta franja de prestaciones obligatorias.

4 B Art. 140 CE pág. 64 Los concejales acceden a su cargo directamente por decisión de los vecinos del
municipio, mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto. La Constitución garantiza así la
legitimidad democrática del gobierno local: son los ciudadanos quienes eligen a sus representantes
municipales, no el pleno ni el cabeza de lista. Distinto es el alcalde, que sí puede ser elegido por los propios
concejales o por los vecinos, según los términos que fije la ley.

5 C Art. 137 CE pág. 64 La estructura territorial básica del Estado descansa en tres niveles: el municipio, la
provincia y las comunidades autónomas que vayan constituyéndose. Todas estas entidades gozan de
autonomía para gestionar sus intereses propios. Conviene precisar que las mancomunidades o los territorios
insulares no integran ese reparto esencial; son figuras posteriores o agrupaciones derivadas, pero la
organización nuclear se reduce a esos tres escalones reconocidos en el texto constitucional.
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